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Introducción

	 El foro latinoamericano en Cartografía Participativa y 
Derechos al Territorio y los Recursos fue llevado a cabo en la Uni-
versidad de los Andes en Bogotá, Colombia, el 1ero y 2 de Junio de 
20111.  El foro, sin precedentes en América Latina por su alcance y 

1  El Foro fue organizado conjuntamente por Rights and Resources Initia-
tive (RRI), Washington D.C.; Instituto de Estudios Latinoamericanos Lozano 
Long (LLILAS), Universidad de Texas; y el Departamento de Historia de la 
Facultad de Ciencias Sociales, Universidad de los Andes, Bogotá. El comité 
organizador lo conformaron Bjørn Sletto (coordinador principal), Deborah 
Barry, Claudia Leal, Joe Bryan, Charlie Hale y Helena Andrade. Los fondos 
para este Foro fueron otorgados por RRI con la ayuda de LLILAS y la Uni-
versidad de los Andes. Los autores quieren darle especial reconocimiento 
a la Dra. Claudia Leal y al comité organizador Departamento de Historia 
de la Facultad de Ciencias Sociales de la Universidad de los Andes (Laura 
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enfoque2, reunió a más de 50 profesionales, académicos y líderes 
de comunidades indígenas y del bosque3,  que han apoyado o ll-
evado directamente la lucha por el reconocimiento de sus derechos 
sobre sus tierras y recursos, y que representan algunos de los ca-
sos más sobresalientes en América Latina, donde la cartografía par-
ticipativa desempeña un papel crucial en el proceso.	
	 El foro tenía dos objetivos. El primer objetivo fue examinar 
críticamente cómo las prácticas pasadas de cartografía participativa 
dieron forma a los procesos y resultados del reconocimiento de los 
derechos de tierras y bosques por parte del Estado y su impacto en 
la gobernabilidad local/comunitaria sobre la tierra y los recursos na-
turales. Lo que distinguió a este evento de otros, es que los casos 
fueron analizados en conjunto para iluminar diferentes estrategias 
para la reforma de los bosques en el contexto regional más amplio 
desde la década de los 80 hasta alrededor de 2005, durante el
período de mayor expansión de las reformas de tenencia de tierra

Ramírez, Cindia Arango, Carlos Gómez and María José Nieto) por hacer 
esto posible.
2  Numerosos eventos previos han sido dedicados a compartir mayormente 
los planteamientos técnicos en los procesos de aprendizaje entre pares a 
través de pequeñas subregiones de América Latina. Los debates en curso 
y los intercambios que se dieron durante el Foro Abierto sobre los Siste-
mas de Información Geográfica Participativa y Tecnologías administradas 
por www.iapad.org y auspiciadas por www.ppgis.net. El seminario de Río 
“Seminário Cartografias Sociais e Território na América” celebrado del 21 
al 23 de julio de 2010 en la Universidad Federal de Rio de Janeiro, fue el 
primer evento en la región que intentó reunir todos los participantes de las 
diferentes escuelas de la practica.
3  En este contexto, por “los pueblos del bosque”, nos referimos a los 
pueblos indígenas y afro-descendientes y otros grupos marginados, que 
dependen en gran medida de las tierras forestales y los recursos para su 
desarrollo cultural, económico y bienestar social, y que utilizan una variedad 
de estrategias para defender sus derechos sobre estas tierras y recursos.
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Deborah Barry del RRI presenta la sesión con los interlocutores (des-
de la izquierda) Florence Daguitan, Las Fillipinas, Alfred Brownell, 
Liberia, y Kasmita Widodo, Indonesia. 

en la región4. En segundo lugar, el evento tuvo como objetivo es-

4  Aunque el mapeo participativo ha sido, en gran medida, extendida hacíaex-
tendido para muchos otros usos, incluida la planificación local de uso de la tierra, la 
conservación, exploración de minerales, y así sucesivamente, el objetivo aquí era el 
de reunir  a aquellos que han utilizado la cartografía social con el propósito central de 
la reivindicación de sus derechos a la tierra, los bosques y otros recursos naturales.
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timular la reflexión crítica y explorar las lecciones aprendidas de las

Se facilitó diálogos críticos después de las presentaciones.

prácticas de cartografía participativas pasadas, con el fin de ori-
entar las luchas actuales y futuras para garantizar y promover los 
derechos  a la tierra y recursos de los pueblos indígenas y afro-de-
scendientes y otros pueblos marginados del bosque. Para alcanzar 
esta meta, el trabajo consideró los cambios en el contexto regional 
originados principalmente por las recientes tendencias mundiales 
tales como  la expansión de las actividades de extracción industrial 
y la agroindustria, megaproyectos de infraestructura, los regímenes 
de conservación y mecanismos de comercio de carbono emergen-
tes. 	
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	 Los organizadores consideraron que una reflexión crítica 
de la experiencia latinoamericana en la reforma de la tenencia, y en 
especial el papel de la cartografía participativa, es particularmente 
relevante no sólo para el futuro de la región, sino también para las 
luchas análogas en África y Asia. El evento reunió a un selecto grupo 
de profesionales, investigadores, intelectuales y activistas que han 
estado profundamente involucrados en estos procesos de propor-
ciones históricas, en un momento en el que la práctica de la carto-
grafía participativa se expande rápidamente, mientras crece la preo-
cupación sobre la seguridad futura de los derechos reconocidos 
legalmente. A continuación se ofrece la síntesis de las ideas princi-
pales que surgieron de las presentaciones y discusiones plenarias 
que tuvieron lugar después de cada sesión. Aunque las lecciones 
aprendidas varían ampliamente y pueden ser revisadas con mayor 
detalle en los documentos del Foro que se proporcionan en-línea, 
aquí nos centraremos en los temas que surgieron repetidamente a 
lo largo del Foro5.  Se concluye con un análisis de lo que se ve como 
las nuevas tendencias y direcciones para futuras investigaciones y 
la práctica.  
	 En la sección 2, se revisa el contexto histórico, intelectual, 
jurídico y político-económico de los avances en la tenencia y la ter-
ritorialidad y se introducen los desafíos más recientes para la pro-
tección de estos logros. Aunque en las últimas décadas se han 
obtenido importantes avances en los derechos de tenencia y de 
los recursos, la cartografía participativa seguirá desempeñando un 
papel importante en la promoción y la protección de estos derechos 
en cara a las nuevas presiones. Los títulos de las tierras forestales 
en América Latina constituyen casi la mitad de la cantidad total de 
los títulos colectivos otorgados en el mundo en desarrollo, donde 

5  https://docs.google.com/leaf?id=0B9h8MnJJQyEmMTA1NTBmZGEtZmIyZC00N
WI1LWE4YzMtMTZiYWJhODZiNzJm&hl=en_US
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los derechos locales sobre los aproximadamente 214 millones de 
hectáreas de un total de 440 millones han sido reconocidos legal-
mente6.  Estos avances en los derechos de tenencia han coincidido 
con dos hechos importantes: avances en el derecho internacional 
y nacional, incluida la Organización Internacional del Trabajo (OIT), 
Convenio 169 y los avances en el apoyo jurídico nacional de los 
derechos colectivos y la territorialidad; y la aparición de la carto-
grafía participativa como una aceptada, incluso privilegiada, herra-
mienta de apoyo para la lucha por recursos y derechos.
	 En particular, el Convenio 169 incorporó el concepto de ter-
ritorio indígena y dio impulso a las acciones legales hacia el recono-
cimiento territorial, por lo tanto muchos de los esfuerzos de la car-
tografía participativa se han orientado hacia el aseguramiento de 
diversas formas de derechos territoriales y de recursos nacionales 
en virtud de estos nuevos regímenes legales nacionales e interna-
cionales. Sin embargo, la expansión reciente de industrias extracti-
vas, megaproyectos de infraestructura, la reducción de emisiones 
por desforestación y degradación (REED) y otros mecanismos de 
mercado de carbono, están ejerciendo presiones crecientes sobre 
los pueblos de los bosques. Un punto clave del análisis fue el cues-
tionamiento de si estas presiones también conllevan oportunidades 
inesperadas para garantizar las ganancias en derechos de la tierra 
a través de una variedad de estrategias políticas, incluyendo la car-
tografía participativa. La pregunta principal que guió el Foro, por 
lo tanto, fue: ¿Puede la cartografía participativa servir como una 
herramienta productiva para proteger y expandir los derechos del 
bosque dadas estas nuevas realidades político-económicas?
6  Véase la presentación de Jeff Hatcher, RRI (disponible en línea https://docs.
google.com/leaf?id=0B9h8MnJJQyEmMTA1NTBmZGEtZmIyZC00NWI1LWE4YzM
tMTZiYWJhODZiNzJm&hl=en_US)  y la investigación patrocinada por RRI sobre la 
reformas de tenencia de tierras disponible en http://www.rightsandresources.org/
publications.php
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	 En la sección 3, se revisan los principales enfoques de 
la cartografía participativa. Ofrecemos un resumen de las diferen-
tes “escuelas” y luego analizamos la confluencia entre el desar-
rollo de los métodos de la cartografía participativa y los avances 
en los regímenes jurídicos internacionales, tomando en cuenta las 
fortalezas y debilidades de las diferentes tecnologías y, por último, 
reflexionamos sobre cómo la cartografía participativa debe ser en-
tendida, dadas las visiones contrastantes de los territorios, de los 
límites y del espacio.
	 En la sección 4, delineamos como las presentaciones se 
fusionaron en una re-conceptualización de los enfoques tradicio-
nales de producción de cartografías participativas. Estas conver-
saciones apuntan a la ampliación de la definición de “mapas” para 
abarcar una multiplicidad de formas de representación, y un replan-
teamiento de la cartografía participativa como espacios dialógicos 
que surgen de procesos endógenos sociales, incluyendo la plani-
ficación del desarrollo y gestión de los recursos. Sugerimos que la 
cartografía participativa está experimentando una transformación, 
de un conjunto de herramientas impulsadas principalmente por la 
necesidad de “traducir” y hacer visible el uso de los recursos y las 
reclamaciones de tierras en el ámbito legal y en relación al Estado 
hacia un evolucionado y diverso conjunto de estrategias represen-
tacionales que emergen de procesos endógenos sociales. Cada 
vez más, los proyectos de cartografía participativa, como los discu-
tidos durante el Foro, no sólo desafían las definiciones convencio-
nales de “mapas”, sino también lo que se considera indígena “con-
tra-mapas.” La cartografía participativa, por lo tanto, no debe ser 
considerada como un mero conjunto de herramientas, sino como 
un proceso creativo de la producción socio-espacial basado en el 
diálogo interdisciplinario, enraizado en las realidades endógenas, y 
dando lugar a una multiplicidad de formas de representación. Sin 
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embargo, esto apunta a la necesidad de considerar críticamente 
cómo la cartografía participativa puede reforzar las desigualdades 
entre y dentro de las comunidades y también cómo puede reconfig-
urar de manera inesperada las relaciones sociales internas de esas 
comunidades.
	 A partir de estas reflexiones críticas, en la sección 5 se pre-
senta una serie de ideas que plantean un punto de vista posible, 
pragmático y con visión de futuro en la cartografía participativa. 
Los participantes sugirieron que la cartografía participativa puede 
jugar un rol importante, a menudo pasado por alto, en las comu-
nidades, como apoyo para la educación y la organización, y en 
general, para la reafirmación de las identidades culturales. Es decir, 
las comunidades pueden implementar herramientas de cartografía 
participativa para fortalecer la gestión de los recursos endógenos, 
la planificación y el desarrollo encarando el extractivismo, los me-
canismos mundiales de mercado de carbono, y otras presiones ex-
ternas relacionadas con la lucha global por los bosques y el control 
de los recursos. Esto sugiere que la cartografía participativa puede 
seguir desempeñando un papel importante en la protección y la 
promoción de los avances recientes en la tenencia de pueblos de 
los bosques y la territorialidad.
	 En la Sección 6, concluimos con una breve revisión de los 
resultados principales del foro y planteamos una serie de preguntas 
y sugerencias para la investigación y la práctica. Estos incluyen: 
En primer lugar, ¿Deberían ser desarrollados los mapas? y si es 
así, ¿Cómo y con quiénes deben ser desarrollados? ¿Con qué tec-
nologías, y con qué fines? Nos referimos a la necesidad de una 
reflexión abierta, crítica y al diálogo sobre el papel potencial de las 
tecnologías de cartografía participativa dados los objetivos de los 
pueblos forestales indígenas, y también la necesidad de desmitificar 
y desafiar a largo plazo el privilegio de enfoques externos hacia el
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La apertura del foro. Desde la izquierda: Deborah Barry, Claudia 
Leal, Charlie Hale y Bjorn Sletto, organizador principal.

desarrollo de mapas. También nos preguntamos, ¿Cuáles son las 
posibles consecuencias negativas de la cartografía participativa que 
deben ser tomadas en cuenta por las comunidades forestales y 
sus colaboradores? Nos referimos, en particular, el papel potencial 
de la cartografía participativa en la conformación o reproducción 
de (desiguales) relaciones sociales, y los riesgos asociados con la 
exposición del conocimiento local de los usos y los lugares donde 
se ubican los recursos, los cuales pueden ser acaparados por in-
tereses externos, tales como la bio-prospección y la exploración 
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de minerales o petróleo. Al ofrecer estas sugerencias para avanzar 
en este diálogo sobre la cartografía participativa, también hacemos 
hincapié en que tales reflexiones críticas y abstractas sobre los peli-
gros de la cartografía deben ser atenuadas por las luchas de los 
pueblos del bosque por lograr los derechos básicos territoriales y 
de los recursos, y para quienes un mapa desarrollado por ellos mis-
mos es el primer paso hacia este fin.

Contexto: Los avances en la reforma de la tenencia y el 
derecho internacional 

	 En gran parte debido a la fuerza acumulativa de las de-
mandas de los pueblos indígenas y afro-descendientes, junto con 
un giro hacia un discurso de la multiculturalidad en los regímenes 
neoliberales, reformas importantes en la tenencia de tierras fores-
tales públicas han tenido lugar durante los últimos 20 años en todo 
el mundo, particularmente en Latinoamérica Hoy en día, en América 
Latina, el Estado posee el 36% de sus bosques, a diferencia de 
Asia, con casi el 68% y casi el 98% de África. Estas reformas, ini-
ciadas de forma más agresiva desde mediados de 1980, parecen 
lo suficientemente amplias para constituir una tendencia global im-
portante y, además, representan una oportunidad para avanzar en 
el reconocimiento de los derechos humanos, y para cambiar una 
parte importante de la base material que sustenta la pobreza y la 
inequidad social. 
	 La mayor parte de las áreas forestales afectadas por la re-
forma de tenencia han sido en América Latina. Desde el 2008, 
aproximadamente 216 millones de hectáreas han sido otorgadas a 
las comunidades indígenas y pequeños agricultores del continente, 
todo en áreas forestales principalmente. La mayor parte de esta
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Mapeo participativo de zonificación entre la Nacionalidad Kichwa en 
Ecuador. Foto cortesía Alfredo Vitery.  

transferencia formal de derechos se ha producido a través del 
reconocimiento de la identidad indígena y “afro-descendiente” y los 
derechos sobre sus tierras ancestrales. En otras palabras, los éxitos 
de las últimas dos décadas van más allá de la territorialidad indígena
e incluyen también importantes avances logrados por los pueblos 
del bosque, tales como los afro-descendientes en Colombia, que 
ocupan las tierras bajas del Pacífico tropical junto con los pueblos 
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indígenas. El reconocimiento de la territorialidad de los afro-descen-
dientes se inició en la década de los 90 en virtud del artículo 55 
de la Constitución colombiana de 1991 que, como comenta José 
Ábsalon en el foro, permitió la ampliación de los derechos de los 
“territorios ancestrales.”
	 Estas conquistas territoriales fueron logradas durante 
cambios de regímenes jurídicos nacionales, que a su vez fueron 
influenciados por los avances en las leyes internacionales de los 
derechos humanos. La  evolución positiva en el derecho internacio-
nal a favor de la territorialidad indígena y afro-descendiente es gen-
eralmente relacionada con los artículos 11 y 14 de la Organización 
Internacional del Trabajo (OIT) sobre Pueblos Indígenas y Tribales, 
normalmente conocidos como Convenio 107, el cual fue aprobado 
en 1957 y adoptado en toda la región. Este convenio reconoce el 
concepto de “propiedad colectiva,” pero su formulación no difiere 
significativamente de otras articulaciones similares de la propiedad 
colectiva de las políticas integracionistas y agrarias de países como 
México y Argentina, y ha logrado pocos avances en la concepción 
de la territorialidad indígena. En su lugar, según sugiere Luis Rodrí-
guez Piñero en su presentación, los nuevos cambios en el derecho 
internacional fueron provocados por el cambio de titulación de tier-
ras, anteriormente de base agraria, a la nueva legislación basada 
en modelos territoriales de regiones forestales en algunos países de 
América Latina. Algunos de éstos son el Perú (1974) y Brasil (1973 
y 1978; reafirmado en el artículo 231 de la Constitución brasileña 
de 1988), y más recientemente en Nicaragua (1993) y Venezuela 
(2001). La reivindicación más importante de la territorialidad de los 
pueblos de los bosques se produjo con la aprobación, en 1989, 
del Convenio sobre los pueblos indígenas y tribales, más común-
mente conocido como el Convenio 169, el cual estableció una base 
jurídica internacional para los derechos territoriales de los pueblos 
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indígenas y tribales a través de la formulación explícita del concepto 
de “territorialidad indígena.”
	 El uso judicial de la Corte Interamericana de Derechos Hu-
manos por parte de los pueblos del bosque, el cual se ha forta-
lecido en los últimos años, reafirmó estos avances en el régimen 
jurídico internacional. En 2001, esta Corte falló a favor de Awas 
Tingni, reconociendo los derechos de la comunidad Mayagna en 
Nicaragua y sentando precedentes internacionales importantes 
para el reconocimiento legal de los territorios tradicionales. En 
2004, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos favoreció 
a los pueblos mayas del Distrito de Toledo de Belice, indicando que 
el fracaso del gobierno de Belice para demarcar y titular el territorio 
maya fue una violación del derecho a la propiedad, indicado en el 
artículo XXIII de la Declaración Americana. En 2007 y nuevamente 
en 2010, la Corte Suprema de Belice citó este juicio al considerar 
que los derechos colectivos a la tierra Maya se encontraban prote-
gidos por la constitución nacional.
	 Estos avances en los regímenes jurídicos internacionales, 
junto con el cambio de una economía agraria a una concepción 
territorial de los derechos indígenas a la tierra, fueron acompaña-
dos, a partir de la década los 70, por una más amplia reconfigura-
ción política, económica y social en América Latina. Como Stefano 
Varese menciona, es necesario situar estos conceptos y avances 
legales dentro de la trayectoria más larga de la evolución de la rel-
ación entre pueblos indígenas y afro-descendientes y “Occidente”. 
El establecimiento del control de Estado latinoamericano sobre tier-
ras tradicionales ha sido a la vez promovido y acompañado por la 
capitalización de la naturaleza, la cual ha producido la fragment-
ación de las tierras y los recursos. El concepto de territorialidad, 
basado en los usos de la tierra y las concepciones del espacio de 
las comunidades indígenas tradicionales, tiene el potencial para re-
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ordenar de manera fundamental las relaciones capitalistas, que han 
estado en vigor desde la fundación del Estado-Nación de América 
Latina moderna.
	 Sin embargo, situar la lucha por los derechos a la tierra y 
los recursos en el terreno legal no ha sido una panacea y los límites 
que tiene el reconocimiento legal sobre el control efectivo de la tierra 
son cada vez más evidentes. En particular, las tendencias globales 
asociadas a la extracción y administración de recursos amenazan 
con desviar estos avances en los derechos sobre los recursos y los 
territorios. Las funciones y la influencia de las naciones-estados, las 
organizaciones no gubernamentales, las instituciones multilaterales 
y los actores corporativos se están redefiniendo, tanto en el control 
de los recursos forestales, como en sus representaciones predomi-
nantes.  Estas tendencias globales emergen de una serie de condi-
ciones ambientales y discursos claves, incluyendo: (1) el emergente 
mercado global de carbono; (2) el auge de industrias extractivas; 
(3) la industria de biocombustibles; (4) estrategias de adaptación 
al cambio climático; (5) reforma forestal; y (6) el activismo de base 
y de la sociedad civil global. Las tendencias tienen consecuencias 
inciertas para los pueblos indígenas, los afro-descendientes y otros 
pueblos del bosque marginalizados, quienes continúan en la lucha 
para asegurar y mantener sus derechos a las tierras y los recursos. 
Durante el Foro, los presentadores mostraron preocupación sobre 
las amenazas hacia los tan batallados derechos de tierras por parte 
de los procesos de exploración y procesamiento de petróleo en Ec-
uador, los procesos de aceite de palma en Colombia, la exploración 
y mina en Bolivia y otros lugares, así como también los posibles 
desafíos hacia la integridad del control de los recursos indígenas 
que emergen del controversial programa REED. Estos acontec-
imientos implican retos fundamentales para los derechos buscados 
y ya ganados, pero también abren nuevas oportunidades que sólo 
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pueden ser aprovechadas con innovadoras políticas, investigación 
y estrategias representacionales.
	 Las prácticas de cartografía participativa pueden ser cru-
ciales en este sentido. Históricamente, la cartografía había sido 
utilizada como una herramienta exclusiva del Estado y de otras au-
toridades externas para ampliar su alcance y el control sobre los 
territorios y los recursos. Hoy en día, el acceso a estas herramientas 
de cartografía por parte de las bases populares, desafía este mo-
nopolio de “uso de los derechos.” La apropiación de las tecnologías 
de cartografía participativa por parte de las comunidades forma 
parte de sus esfuerzos más amplios para redefinir su relación con 
el Estado, en la reclamación de los derechos a las tierras y recursos 
que les han sido arrebatadas, así como los derechos de facto o de 
sus tradiciones.
	 Esta reconfiguración de las relaciones entre los pueblos de 
los bosques y el Estado ha sido posible gracias a los grandes cam-
bios en tecnología y políticas de la región. Adicionalmente, las her-
ramientas de cartografía son ahora más económicas y están más 
disponibles, y un creciente número de organizaciones no guber-
namentales y académicos se dedican a la cartografía participativa, 
utilizando las tecnologías previamente controladas por las institu-
ciones militares. La lucha larga y tenaz por el reconocimiento legal, 
que culminó con el logro de títulos territoriales, fue combatida con 
una variedad de armas, sin embargo, la cartografía participativa fue 
una de las más importantes. Por otra parte, el hecho de que la car-
tografía participativa haya prosperado en la cultura indígena misma, 
ha sido de gran importancia histórica. Sin embargo, el proceso de 
cartografía participativa y el uso de la información cartográfica de-
spierta preguntas fundamentales que requieren ser examinadas si 
queremos aprender de esta rica experiencia.
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Cartografía participativa: historia y enfoques principales

	 Históricamente, la cartografía participativa ha contribuido 
significativamente a la lucha por los derechos a las tierras y los re-
cursos. La cartografía participativa ha sido principalmente pensada 
como una herramienta para la documentación del uso de tierras, en 
parte debido a su centralidad en la lucha por los derechos, y por 
lo tanto, para la legitimación de demandas legales. Como Richard 
Smith, comenta en su presentación sobre el trabajo en el Instituto 
del Bien Común en Perú, la cartografía participativa no sólo se ha 
convertido en un método esencial para la documentación de los 
abusos ocasionados por la tala y la mina en tierras indígenas, sino 
también para la documentación de los usos y la forma de ocupa-
ción indígena, que el Estado ha tendido a calificar de “sin uso” o 
“vacante.” 
	 El crecimiento y la progresiva aceptación de la cartografía 
participativa como una herramienta para la territorialidad indígena (y 
la profusión de otras formas de métodos de investigación “partici-
pativos” entre líderes de las comunidades, profesionales, activistas 
y académicos), se produjo durante un período de avances en las 
leyes de derechos humanos internacionales y la creciente acep-
tación de la territorialidad indígena, que fue discutida en la sección 
previa. Este vínculo entre nuevas formas de derechos territoriales y 
el desarrollo de las leyes internacionales de derechos humanos que 
fue logrado a través de alianzas entre organizaciones indígenas, 
abogados internacionales y académicos, a menudo se basa en el 
mapeo y los enfoques relacionados con los reclamos legales de los 
pueblos de los bosques bajo estos nuevos regímenes legales. Las 
ONG internacionales de conservación y los bancos multilaterales 
también contribuyeron al desarrollo paralelo de la cartografía partici-
pativa y la suma de territorios. A medida que se hizo más evidente  
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Se montó una exhibición de mapas durante el foro.

que  las tierras boscosas relativamente vírgenes e inaccesibles, a 
menudo coinciden con la presencia de los pueblos indígenas, la 
comunidad internacional de conservación comenzó a ver la terri-
torialidad indígena y las estrategias de gestión participativa como 
los elementos clave para la conservación de las tierras bajas de la 
selva.
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	 A medida que el mapeo participativo maduró y ganó acep-
tación conjuntamente con los avances en la legislación internacional 
de derechos humanos e indígenas / territorialidad afro-descendien-
tes, se hizo evidente que los expertos en la materia habían comen-
zado a privilegiar una serie de diferentes enfoques, herramientas y 
métodos de acuerdo a sus objetivos específicos. Con el tiempo, 
de acuerdo con el lector Joe Bryan han surgido cinco distintas “es-
cuelas” de la cartografía participativa: 1) la ecología cultural, 2) etno-
cartografía, 3) el desarrollo participativo, 4) los enfoques jurídicos y 
5) los enfoques basados en los movimientos. Bryan sostiene que en 
conjunto estas escuelas tienen una búsqueda común de hacer que 
los territorios tradicionales sean reconocibles por los funcionarios 
estatales, jueces, organismos de desarrollo y otros agentes “exter-
nos”. A pesar de tener una aparente búsqueda común, existen dife-
rencias fundamentales entre las cinco escuelas, específicamente en 
lo que respecta a los conceptos de “territorio” y “comunidad”, los 
cuales a su vez moldean la forma como los proyectos son definidos 
y la participación es organizada.
	 Exceptuando, posiblemente, proyectos de cartografía so-
cial que surgen directamente de los movimientos sociales, los ex-
pertos externos continúan desempeñando un papel determinante 
en el diseño e implementación de los proyectos de cartografía par-
ticipativa, garantizando así, el “rigor científico” y la veracidad de los 
resultados. Esta verificación de expertos externos es comúnmente 
vista como necesaria para poder convencer a los jueces y los fun-
cionarios estatales de la validez de los mapas resultantes. Incluso, 
en algunos casos se ha logrado la contratación de cartógrafos del 
Estado para la creación de los mapas finales con la finalidad de 
brindarle legitimidad a los resultados de los proyectos. Sin embar-
go, la importancia del papel de los expertos en cartografía partici-
pativa plantea preocupaciones legítimas sobre si estos proyectos
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Mapeo participativo de ecosistemas tradicionales entre la Naciona-
lidad Kichwa en Ecuador. Foto cortesía Alfredo Vitery.

son verdaderamente participativos, sobre todo cuando los mapas 
presentados se realizan con fines legales. La respuesta a esta pre-
gunta, por supuesto varía considerablemente dependiendo de la 
metodología utilizada, los objetivos políticos del proyecto de mapeo 
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e incluso los individuos involucrados.
	 El énfasis en el reconocimiento legal despierta preocupa-
ciones que van más allá del hecho de que los procesos sean lleva-
dos por expertos. Muchas de las definiciones de “territorio” y “co-
munidad” que guían los proyectos cartográficos están influenciadas 
por las cualidades específicas de las personas y lugares involucra-
dos en el proceso. La cartografía proporciona los medios especí-
ficos para documentar esas cualidades, haciéndolas reconocibles 
para las agentes externos. Consideremos el ejemplo de la ecología 
cultural, tal vez el enfoque más antiguo e influyente de la cartografía. 
La ecología cultural entiende las diferencias culturales en gran parte 
como la adaptación de las comunidades a las condiciones ambien-
tales. A su vez, estas adaptaciones se expresan a través de formas 
específicas de uso del suelo y de ocupación, que a menudo modi-
fican aún más el ambiente físico, produciendo lo que se conoce 
como un “paisaje cultural” o “hábitat”. Como resultado, los proyec-
tos de cartografía que utilizan este enfoque, tienden a centrarse en 
la documentación de los patrones de uso y ocupación, a menudo 
con la premisa fundamental de la relación histórica y sinérgica entre 
la gente y su paisaje cultural o “hábitat.” Adicionalmente, este en-
foque define como tradición a las actividades que se integran con la 
función ecológica.
	 Los enfoques culturales ecológicos en la cartografía tienen 
efectos de largo alcance político, dado su énfasis en las interaccio-
nes entre humanos y ambiente, que han sido importantes para la 
construcción de alianzas entre los conservacionistas y los pueblos 
tradicionales. La ecología cultural también ha influido en el enten-
dimiento legal del territorio. Consideremos la definición de territorio 
en el Convenio 169 como la totalidad del área que los pueblos inte-
resados ocupan o utilizan de alguna manera (artículo 13.2). La ver-
sión en español va un paso más allá, igualando territorio con “hábi-
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tat,” y la Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos 
de los Pueblos Indígenas contiene un lenguaje similar. Estas defini-
ciones no tergiversan los conceptos tradicionales del territorio, más 
de lo que fielmente reproducen. Lo que ellas hacen en cambio, es 
modificar esos acuerdos con el propósito de conseguir recono-
cimiento legal, en formas que puedan privilegiar ciertos usos de la 
tierra y formas de ocupación que son construidas como tradiciona-
les, históricas y auténticas, colocando así a los pueblos indígenas 
y del bosque en el riesgo de ser esencializados y congelados en el 
tiempo a través de las narrativas que rodean a la cartografía partici-
pativa.
	 Las transformaciones en el uso de la tierra son rápidam-
ente observadas donde la cartografía está involucrada. Por un lado, 
los límites son vistos como necesarios para facilitar la titulación y 
demarcación, como parte del reconocimiento de derechos territo-
riales. Por otro lado, estas líneas se dibujan a menudo en pugna 
con las formas en que la tierra y los recursos son socialmente or-
ganizados. Los enfoques de la etnocartografía que hacen hincapié 
en la documentación de las redes sociales a través de los cuales 
el acceso a la tierra y los recursos es negociado y garantizado con 
frecuencia han conducido a la documentación de extensas áreas 
de “solapamiento” entre la afirmación basada en una comunidad 
y otra. Si bien estos solapamientos pueden ser una característica 
central de la tenencia tradicional, estos están en contradicción con 
las nociones convencionales de la propiedad como compuesto de 
esferas mutuamente excluyentes de la tenencia de la propiedad.
	 La percepción de estos solapamientos como un problema  
es un artefacto del proceso en sí, como es discutido por Joe Bryan, 
Pablo Miss, y otros. Las autoridades estatales a menudo han uti-
lizado estos solapamientos de retrasar la titulación y demarcación, 
persuadiendo a las comunidades a encontrar las formas de resolver 
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Mapeo participativo en Toromo, territorio Yukpa, Venezuela. Foto: 
Bjorn Sletto.

los “conflictos” limítrofes  como  una  condición  previa  para la titu-  
lación. En el proceso, los sistemas tradicionales de tenencia suelen 
ser sustancialmente alterados, en algunos casos pueden incluso 
resultar en conflictos entre las comunidades que de otra manera 
podrían ser vistas como que poseen igualmente derechos “tradicio-
nales” sobre las áreas de solapamiento. Al basar la reflexión crítica 
en la importancia del reconocimiento legal de la cartografía partici-
pativa, otros panelistas utilizan problemas similares para hacer un 
llamado a repensar los enfoques de la cartografía como un proceso 
social en lugar de centrarse casi exclusivamente en los mapas pro-
ducidos.
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El mapeo participativo: de herramienta legal a catalizador 
de producciones espaciales

	 A pesar de que la cartografía participativa sigue siendo una 
herramienta fundamental para el logro de algún tipo de derecho 
legal sobre las tierras y los recursos, las deliberaciones en el Foro 
sugirieron que una reconceptualización puede estar en proceso, es-
pecialmente teniendo en cuenta el nuevo contexto social, tecnológi-
co y político-económico de los pueblos del bosque mencionados 
anteriormente. Las discusiones en Bogotá convergieron en torno a 
una concepción emergente de la cartografía participativa, vista más 
allá de un “método”, como un conjunto de herramientas, un campo 
académico de estudio, una práctica profesional, o una estrategia 
útil para lograr los derechos dentro de los marcos establecidos por 
los agentes externos o sus intereses. En su lugar, mediante la ampli-
ación de la definición de “mapa” y la conceptualización de “mapeo”, 
los participantes del Foro nos invitaron a considerar cómo los pueb-
los de los bosques podrían construir representaciones del espacio y 
la cultura en sus propios términos, a través de una amplia gama de 
formas y medios de comunicación, con el objetivo de la reconfigura-
ción de las relaciones espaciales y sociales para su beneficio. Esto, 
a su vez, nos obliga a pensar en la cartografía participativa como un 
proceso fundamentalmente político.
	 Varios presentadores invitaron al público a ir más allá de los 
enfoques fundamentales de la cartografía participativa, y en su lugar 
considerar otras formas de representaciones espaciales que recon-
ceptualicen lo que es tradicionalmente considerado como propio 
de los “mapas” y “adecuados” procesos de asignación y medios 
de comunicación.  Como  Alfredo Wagner sugirió en su present-
ación, aunque las tecnologías de mapeo participativo han ayudado 
a eliminar la cartografía como competencia exclusiva del Estado, la 
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mayoría de los mapas producidos a través de procesos participa-
tivos establecidos han tendido a ser abrumadoramente uniformes 
de acuerdo con las necesidades y requerimientos del capital y el 
Estado. Wagner y sus colegas en el Proyecto Nueva Cartografía 
Social del Amazonas (PNCSA)7  ven a la cartografía en parte como 
un medio para formar y expresar identidades colectivas, especial-
mente en el contexto de las luchas por el cambio social de los gru-
pos vulnerables. La obra de Wagner y otros en PNCSA amplía sig-
nificativamente la conceptualización de la cartografía participativa 
establecida más allá de un conjunto de herramientas obligatorias de 
las epistemologías occidentales y de las formas de representación.
	 Otros ponentes se unieron a Wagner en la discusión de 
que tales mapas “alternativos” pueden tener un gran poder retórico 
y ser de gran utilidad en términos de territorialidad y manejo de 
los recursos endógenos. Álvaro Velasco discutió lo que él acuñó 
como “poligrafía social,” una forma de mapeo participativo iniciado 
por la Fundación Minga en la región del Cauca de Colombia.  Es-
tos innovadores proyectos de mapas resultaron en lo que Velasco 
llamó mapas parlantes, que sirvieron para facilitar conversaciones 
críticas y documentación endógena de conocimientos locales en 
comunidades Afrocolombianas. Estos mapas parlantes en última 
instancia, demostraron cómo los recuerdos y las relaciones sociales 
dan forma a las diferentes concepciones del territorio. Del mismo 
modo, Alfredo Vitery presentó y discutió la importancia cultural de 
los mapas producidos por los Kichwa de Pastaza en Ecuador. Las 
tecnologías del mapeo participativo han sido de gran importancia 
para la lucha por sus derechos sobre la tierra, pero los kichwuas 
han adaptado estas herramientas para ajustar y representar su 
propio contexto cultural. Ellos han tenido éxito en generar repre-
sentaciones endógenas del espacio que incorporan un significado 

7  See http://www.novacartografiasocial.com/.
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espiritual y las relaciones sociales asociadas a los paisajes con con-
ceptos cartográficos occidentales, por lo tanto ampliando funda-
mentalmente el significado que se le concede habitualmente a los 
“mapas”.
	 ¿Por qué son esos mapas “alternativos” tan importantes 
y poderosos? La respuesta radica, en parte como comenta Ste-
fano Varese, en su capacidad para reflejar con mayor fidelidad la 
complejidad de las llamadas “cosmovisiones” indígenas y afro-de-
scendientes.  A pesar de que este es un concepto muy debatido, 
las cosmovisiones de los pueblos indígenas, con el riesgo de simpli-
ficar, ven la tierra y las personas como un ente integrado, mientras 
que las epistemologías capitalistas occidentales tienden a fracturar 
y subdividir el espacio de manera que rara vez, o nunca, concuerda 
con el espacio vivido y experimentado. De acuerdo a la perspectiva 
indígena, espacio y tiempo, y cultura y naturaleza, no son vistos 
como oposiciones binarias, como en el caso de la tradición Oc-
cidental. El paisaje está investido de significado y es fundamental-
mente ambos, presente y visible pero también temporal, del pasado 
y del futuro, ambos imaginados y materiales. Sin embargo, los de-
bates en torno a las cosmovisiones y los sistemas de conocimiento 
indígena, en general han expresado su preocupación sobre las 
limitaciones de tales construcciones de las identidades indígenas 
construidas históricamente, en el sentido de que las producciones 
de las representaciones espaciales, tales como los mapas, deben 
tomar en cuenta la diversidad de las formaciones de identidad, las 
producciones del paisaje y de los usos de los recursos derivados de 
los procesos de cambio social, incluyendo las experiencias de los 
pueblos indígenas que ahora viven en zonas urbanas o en paisajes 
poblados por variedades de etnias.
	 Algunos de los problemas clásicos de la cartografía par-
ticipativa, se derivan de la imposibilidad de representar esos sig-
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nificados profundos de los lugares y los paisajes, de la variabilidad 
de los límites en función del culto y otras relaciones sociales, y de la 
temporalidad y multiplicidad de paisajes y usos de la tierra. Resistir 
a la homogeneización de las representaciones espaciales requiere 
de la innovación en las herramientas, métodos y formas de repre-
sentación. Como Henri Acselrad destacó en su presentación, las 
producciones sociales del territorio son infinitas en su variedad y los 
significados de los lugares y los paisajes varían considerablemente 
de una comunidad a otra.  Pero quizás lo más importante, como 
Daví Pereira Júnior menciona en su presentación sobre la carto-
grafía participativa de las comunidades quilombolas en Brasil: la 
necesidad de repensar lo que es un “mapa.” Es decir, debemos re-
conceptualizar la elaboración de mapas como una extensión natu-
ral de los procesos endógenos dirigidos por la comunidad, es decir, 
los mapas se derivan de la movilización social, no al contrario. Los 
mapas no son objetos neutrales divorciados del contexto social. En 
cambio, como argumenta Pereira, los mapas son historias sobre el 
espacio y la cultura.
	 Otra razón de la necesidad de considerar producciones 
cartográficas alternativas, menos discutidas en el Foro, es la pro-
fusión de representaciones espaciales “radicales” en formato digital 
en Internet, junto, quizás, con la creciente aceptación de tales for-
mas alternativas de representación por agentes del estado. Este es
un tema para ser discutido en otra ocasión, pero sin duda, en un 
mundo cada vez más conectado, los mapas tradicionales “cientí-
ficos” elaborados en papel, no tienen ya el mismo poder retórico, 
ya sean producidos por agentes del estado o por pueblos de los 
bosques. En otras palabras, en el contexto de las luchas por el con-
trol de tierras y recursos, la cartografía sigue siendo una herramien-
ta importante. Sin embargo, los procesos mediante los cuales se 
producen los mapas, las formas que los mapas tienen, y las formas
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Comunidades en la Costa Atlántica en Honduras participaron en 
proyectos de cartografía participativa. Foto cortesía Sharlene Mol-
lett.

en que los mapas son distribuidos, deben ser reformulados a la luz 
de la rápida reinvención de las estrategias y tecnologías de repre-
sentación espacial actuales, basadas en internet.
	 En última instancia, esto habla de la necesidad de repensar 
y ampliar nuestra visión acerca de la cartografía participativa como 
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un espacio de participación en donde se reconfiguran las relacio-
nes sociales y espaciales y en donde las representaciones de estas 
relaciones pueden y deben tener una variedad de formas. Como 
Peter Dana menciona en su presentación, los profesionales suelen 
caer en la trampa de replicar los métodos y formas de mapas ya 
probados, incluso cuando el contexto cultural, geográfico y político-
económico requiere diferentes estrategias. Esto nos lleva a un pun-
to crucial, que es generalmente pasado por alto cuando se discute 
sobre procesos o producción de cartografía participativa, pero que 
sin embargo ocupó un lugar destacado en las discusiones del Foro: 
los instrumentos y los métodos de cartografía participativa pueden 
facilitar significativamente la planificación endógena y la adminis-
tración de sus tierras y recursos forestales.

Roles de la cartografía participativa en la gobernabilidad 
“interna” y el manejo de recursos

	 ¿Cuáles son los potenciales de la cartografía participativa, 
en el fortalecimiento de la capacidad de los pueblos de los bosques 
para gobernar y administrar sus territorios y proteger sus recursos, 
teniendo en cuenta las nuevas presiones y oportunidades que sur-
gen de la globalización de la gestión de los recursos forestales? 
Dado que las industrias extractivas y los intereses globales que 
el mundo tiene en los bosques como opción para mitigar la pro-
ducción del CO2 representan un desafío a los derechos sobre los 
bosques, éste es el momento oportuno para examinar críticamente 
y, si es necesario, redefinir enfoques y métodos pasados y adquirir 
un mejor entendimiento de cómo está evolucionando el campo de 
la práctica en función de nuevos actores, tecnologías y exigencias.
	 Los regímenes ambientales asociados con políticas del 



cambio climático se encuentran en el proceso de una profunda 
reconfiguración de las relaciones territoriales. Según Ulloa, esta 
reconfiguración es inspirada por la capitalización total de la natu-
raleza, donde el capital se apropia de las prácticas de los pueblos 
indígenas y de los bosques e impone nuevas espacialidades de los 
paisajes tradicionales. Ulloa sugiere que la cartografía participativa, 
por lo tanto, puede servir como una herramienta importante entre 
muchas otras, para contrarrestar estas prácticas amenazantes y 
aprovechar las nuevas oportunidades que enfrentan los pueblos de 
los bosques; por ejemplo, como Galio Gurdián también argumenta, 
la cartografía participativa no debe ser privilegiada como un fin en 
sí misma. En su lugar, la cartografía participativa debe estar profun-
damente arraigada a estructuras políticas sustentables y regímenes 
de gestión ambiental, cultural y geográficamente apropiados.
	 Una preocupación común entre muchos de los líderes en la 
región es el desarrollo sustentable de sus tierras y, en particular, la 
necesidad de desarrollar herramientas de administración de recur-
sos para negociar más eficazmente con actores externos, incluy-
endo tanto los intereses privados como los estatales en la minería y 
la industria maderera. La cartografía participativa puede servir como 
una herramienta importante para documentar el uso de recursos, el 
desarrollo endógeno de zonas y la gestión de estrategias y el desar-
rollo local en áreas de salud pública, saneamiento y otras áreas, de 
manera que sean acordes con las realidades locales. En el caso de 
los Kichwa de Pastaza de Ecuador, como Alfredo Vitery explicó, la 
cartografía participativa se ha convertido en el centro de la gestión 
estratégica de la tierra y los recursos. Estas herramientas de carto-
grafía participativa se han adaptado y modificado a medida que han 
sido necesarias para documentar ecosistemas ancestrales y otros 
conocimientos del espacio para visualizar mejor y considerar los 
planes de uso del suelo y de manejo de recursos. Como José Áb-
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salon argumentó en su presentación, la cartografía participativa ha 
sido una herramienta importante para la consecución de derechos 
de la tierra, pero puede ser de igual importancia en términos del 
fortalecimiento de la gobernabilidad interna, desarrollando y solidifi-
cando organizaciones sociales internas y construyendo solidaridad 
entre las comunidades.
	 El tema de la solidaridad interna se destacó también por 
Nélida Faldín Chuvé y Wendy Pineda. La cartografía participativa, 
sugirieron en sus presentaciones, va más allá de la “cartografía.” En 
cambio, esta práctica puede ser considerada como un proceso so-
cial que sirve para fortalecer la identidad y el sentido de comunidad, 
permitiendo a los pueblos del bosque, tomar control sobre sus tier-
ras no sólo legalmente, en términos de derechos territoriales, sino 
a través del desarrollo del arraigo social y las prácticas de gestión 
sostenible. En referencia al contexto de los derechos de la tierra 
indígena en Bolivia, Chuvé sugiere que la cartografía participativa 
se ha convertido en parte integral de la planificación endógena del 
uso del suelo, de la zonificación y del manejo de recursos, así como 
del desenvolvimiento de otros procesos de desarrollo comunitario. 
En el Perú, Pineda explicó que las comunidades indígenas en la 
Cuenca del Río Corrientes ya han obtenido títulos de sus tierras, 
pero continúan sufriendo debido a la contaminación causada por 
las compañías petroleras y las presiones externas ejercidas por los 
intereses de las compañías de extracción. Con el fin de documentar 
la contaminación y crear planes de desarrollo integral y estrategias 
de gestión de los recursos diseñados por la comunidad, y para lid-
iar con los desafíos de la extracción, han adoptado la cartografía 
participativa como herramienta de investigación y planificación. Sin 
embargo, las comunidades no están simplemente copiando las 
es trategias utilizadas en otros lugares, sino que están constan-
temente innovando y adaptando esta herramienta para servir sus 
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Cartografía participativa en la Cuenca del Rio Corrientes, Perú. Foto 
cortesía Wendy Piñeda.

necesi dades futuras. 
	 En última instancia, ya que la cartografía participativa es un 
proceso político, volvemos a la pregunta sobre el poder. A pesar 
de que los participantes coincidieron en que el poder de los mapas 
ha sido utilizado para buenos fines en contra de las autoridades 
externas, contribuyendo así a lograr derechos territoriales durante 
las últimas dos décadas, el poder de los mapas y de la cartografía 
también trabaja “al revés,” como Daví Pereira y Eduardo Cuaical 
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sugirieron en sus presentaciones. De acuerdo con Pereira y Cua-
ical, podríamos conceptualizar como cartografía participativa, los 
compromisos sociales en donde las representaciones del espacio 
promueven el fortalecimiento de los lazos sociales y el sentido de 
comunidad, hacia la reproducción de culturas e identidades en cara 
al cambio social y a la reconstrucción de las conexiones hacia una 
herencia común. En última instancia, la cartografía participativa va 
más allá de la producción de mapas: estos compromisos sociales 
pueden servir como un poderoso incentivo para los miembros de 
las comunidades a considerar de forma cuidadosa el futuro uso de 
sus tierras y las estrategias de gestión de los recursos y, quizás más 
importante, para restablecer sus propias y únicas relaciones con 
el espacio y la naturaleza, basadas en sus propias perspectivas e 
interpretaciones diversas.

El camino a seguir: Enfoque propuesto para la práctica y la 
investigación

	 En América Latina, la cartografía participativa se inició 
como un medio para que las comunidades pudieran rechazar las 
demandas del Estado sobre las tierras públicas. En gran medida, 
formados por construcciones externas de las relaciones esenciales 
entre el hombre y la tierra y, a menudo dirigidos por expertos ex-
ternos, organizaciones no gubernamentales, y técnicos apoyados 
por el estado, la cartografía participativa se utilizó en confluencia 
con instrumentos legales, para garantizar los derechos indígenas a 
la tierra y los recursos, en función de la presunción de identidades 
históricamente separadas, diferentes y definidas. Como conse-
cuencia, la cartografía participativa se desarrolló como un conjunto 
de herramientas para la lectura externa de lo local. Al presentar el 
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estado con rigurosas representaciones técnicas y legales de la uti-
lización consuetudinaria de los recursos y la tierra, la dependencia 
de los medios de subsistencia y la ocupación histórica de los mis-
mos, la cartografía participativa era un método eficaz para justificar 
el reconocimiento externo de los derechos.
	 Sin embargo, como se sugirió en las presentaciones en el 
Foro, la tendencia actual es de apropiación de las herramientas de 
mapeo participativo para usos internos, que comprenden la elabo-
ración de herramientas de mapeo para el desarrollo social y cultural, 
para solidificar el control de tierras y garantizar la integridad territo-
rial, y para la planificación y gestión de los recursos locales. Los 
instrumentos de la cartografía participativa, entonces, pueden servir 
para una variedad de papeles “internos”, incluyendo el apoyo que le 
brinda a los pueblos de los bosques para aumentar su control sobre 
sus territorios y recursos en contra de la incursión y la extracción, 
para fortalecer los sistemas locales de gobierno y las estructuras de 
autoridad internas, y redefinir la forma en que ellos mismos son rep-
resentados políticamente ante el Estado. En particular, los derechos 
territoriales se ven sometidos a crecientes presiones de los intere-
ses corporativos que desean acceder a los recursos del subsuelo, 
tales como minerales y petróleo. La cartografía participativa puede 
desempeñar un importante papel interno en la definición y el forta-
lecimiento de las estrategias políticas indígenas y de representación 
para proteger sus derechos, pero en este caso su resistencia no es 
sólo contra el Estado, sino también contra un nuevo conjunto de  
agentes empresariales.
	 Sin embargo, a medida que los métodos participativos 
de mapeo son apropiados por los líderes locales para sus propios 
fines, las desigualdades de poder asociados con las diferencias 
en el acceso al capital, la representación política y espacios glo-
bales de comunicación como el Internet se mantienen. Aunque el 
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“mapeo” es un proceso continuo sujeto a las relaciones sociales y 
las negociaciones, los “mapas”, una vez producidos e impresos o 
de alguna manera distribuidos, han tendido a escapar del control de 
las poblaciones indígenas y otras poblaciones marginadas. Incluso 
las herramientas de mapeo nuevas como Google Earth, que tienen 
el potencial de colocar las producciones indígenas espaciales en los 
flujos globales de información, tienen sus propios riesgos. Esto in-
cluye la posibilidad de perder los derechos de autoría sobre la infor-
mación del mapa, y de esta manera sin querer permitir el acceso a 
información valiosa, y cambiar las producciones espaciales en rep-
resentaciones del espacio que no son accesibles para la mayoria, 
sino solo para unos pocos miembros de las comunidades, por lo 
tanto, exacerbando aún más las desigualdades sociales existentes 
en estas localidades.
	 Peter Dana nos recordó que los proyectos de mapeo tam-
bién pueden resultar de la imposición de concepciones foráneas del 
espacio, del paisaje y el territorio, especialmente cuando “facilitado-
res técnicos” externos insisten en el uso de ciertas tecnologías que 
son consideradas más efectivas, productivas o apropiadas. Tal im-
posición de tecnologías y métodos por los técnicos facilitadores ex-
ternos es a menudo impulsada por lo que Álvaro Velasco describió 
como un desafortunado “espíritu misionero” de los profesionales de 
la cartografía participativa, donde la elaboración de mapas a toda 
costa es visto como el objetivo principal. En cambio, como sugiere 
Dana, los proyectos de mapeo deben comenzar con una caja de 
herramientas vacía para asegurar que las tecnologías elegidas sean 
adecuadas para un lugar y contexto social determinado. Y más allá 
de esto, los profesionales deben darse cuenta de que en algunos 
casos puede ser mejor “no crear mapas.”
	 En particular, la cartografía participativa puede ser perjudi-
cial si no se lleva a cabo de acuerdo a las normas sociales indígenas 
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y sus concepciones del espacio, lo cual es desafortunadamente 
es un error muy común. Las espacialidades de los pueblos de los 
bosques dependen de complejas relaciones sociales, historias y 
significados que son fundamentalmente diferentes a los del sistema 
occidental, cartesiano desarrollado y formado por la racionalidad 
de la Ilustración. En los proyectos tradicionales de mapeo partici-
pativo, por lo tanto, el objetivo a menudo es el de “traducir” las 
concepciones locales del espacio en re-presentaciones espaciales 
que son legibles para el Estado y otros actores externos, en particu-
lar en relación con los derechos legales de reclamación de tierras. 
Ahí radican tanto los riesgos como las oportunidades. Por ejemplo, 
Pablo Miss recordó a los participantes del Foro algunas importantes 
e inadvertidas consecuencias de la fijación de las cambiantes es-
pacialidades en forma de mapa, de acuerdo con las concepciones 
de espacio cartesiano. En el caso Maya de Belice, los procesos 
del mapeo participativo introdujeron conceptos espaciales externos 
tales como los límites de la línea recta y rígida, y las zonas. A su vez, 
esta delimitación y fragmentación del espacio compartido dio lugar 
a conflictos de uso del suelo entre los miembros de la comunidad 
y lo que Miss llama “erosión del espíritu comunitario.” En última in-
stancia, para los mayas de Belice, la cartografía participativa fue 
importante para su lucha por los derechos territoriales, pero este 
mapeo vino con graves costos sociales.
	 En términos más generales, la cartografía participativa que 
es principalmente o exclusivamente orientada “hacia afuera,” con el 
único propósito de buscar los derechos territoriales y que se basa 
en representaciones espaciales que favorecen la traducción y la 
legibilidad para satisfacer las necesidades de actores externos, cae 
en el riesgo de generar la reproducción o el fortalecimiento de las 
desigualdades sociales. En la sección final del Foro, Sharlene Mol-
lett hace la importante observación de que los proyectos de carto-
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grafía participativa con grupos indígenas y afro-descendientes en 
Honduras podría haber llevado a avances graduales en derechos 
territoriales, pero aun así, los proyectos de cartografía reproducen 
estereotipos hegemónicos de culturas indígenas y afro-hondureñas.
	 Es decir, los espacios de participación, facilitados por 
proyectos de cartografía participativa, herramientas y métodos de 
elaboración de mapas, en sus diversas formas, perfilan y son per-
filados por las relaciones entre los individuos y los grupos sociales; 
por las nuevas formas de tecnología digital e internet; por memorias 
y significados; y por estructuras y procesos político-económicos. 
Estos proyectos entonces resultan en varias representaciones del 
espacio que, a su vez, tienen el potencial de reconfigurar las rela-
ciones sociales, políticas y económicas, tanto dentro de las comu-
nidades y en relación con los agentes externos, ya sea en términos 
de acceso a los recursos, estableciendo los límites territoriales o en 
la  negociación de contratos de comercio de carbono. Sin embar-
go, el potencial de encuentros de mapeo participativo para reformar 
las relaciones políticas, sociales y economicas, a su vez, dependen 
en última instancia de quién controla la producción, la difusión y la 
interpretación de estas re-presentaciones del espacio, y su resul-
tado. Esto nos lleva a quizás la lección más importante del Foro de 
Bogotá: la cartografía participativa no debe ser privilegiada como un 
método, herramienta o tecnología en sí misma. En cambio, el po-
tencial de empoderamiento de la cartografía participativa es mayor 
cuando se inserta dentro de estrategias integrales, endógenas, de-
sarrollados por los mismos pueblos de los bosques para defender y 
gestionar sus tierras y recursos.
	 En última instancia, las luchas de pueblos de los bosques 
han impulsado el desarrollo del campo de la cartografía participa-
tiva, que ha traído resultados positivos importantes, pero también 
consecuencias inadvertidas derivadas de un excesivo enfoque in-
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strumental de la cartografía. Aunque eficaz en términos de lograr el 
reconocimiento de los derechos de la tierra, estos métodos  tradi-
cionales se forman a menudo del enfoque en la demarcación ter-
ritorial, a partir de las concepciones de la conexión esencial entre el 
hombre y la tierra y de los métodos de cartografía derivados de las 
prácticas cartográficas occidentales. 
	 Ahora las condiciones están cambiando, como los nuevos 
intereses de las empresas están ejerciendo presiones sobre los Es-
tados-nación y los grupos indígenas, y como la gestión de recursos 
se está haciendo cada vez más globalizada a través de los regímenes 
internacionales de REDD y otros. Los pueblos de los bosques están 
respondiendo a la imposición de las tecnologías de la cartografía 
occidental y a las presiones asociadas con la “globalización de la 
gestión de recursos”, apropiándose de la cartografía participativa 
para fines endógenos bajo sus propios términos. De este modo, 
ellos están posicionando a la cartografía participativa directamente 
dentro de sus procesos locales, sociales y políticos, transformando 
lo que era una relativamente estandarizada tecnología basada en 
el conocimiento manejado por expertos en un proceso creativo de 
producción  socio-espacial, gestado en un diálogo interdisciplinario,  
basado en las realidades endógenas y dando como resultado una 
multiplicidad de formas de representación.
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Celebrando la legalización del territorio Maya, Belize. Foto cortesia 
Pablo Miss. 
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	 La lucha y resistencia de pueblos indígenas y negros en 
Latinoamérica ante el coloniaje y conflictos étnico-nacionales ocur-
ren desde tiempos de ocupación militar europea, donde la urgencia 
de desmantelar etnias y delimitar la ocupación territorial era eviden-
te. Estos pueblos, sin embargo, tenían un claro sentido de territo-
rialidad integral total, conocida como visión cosmocéntrica. Dicha 
visión sitúa la humanidad en posición relacional con el universo, 
contrario a visiones euro-americanas que pone la humanidad en el 
centro. Tomando en cuenta esta visión cosmocéntrica que enfatiza 
la posición relacional en la diversidad y en la multiplicidad dinámi-
ca de los procesos bio-culturales es posible entonces analizar la 
economía política de los pueblos indígenas y sus relaciones con 
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DE DISCUSIÓN

Sesión 1: ¿Cómo llegamos al presente?

Stefano Varese
Cómo llegamos aquí: la vuelta a la territorialidad

Mapa participativo poblacional, Rio Chagui, Colombia. Ilustración 
cortesía Alvaro Velasco.



modos de conocimiento, epistemologías, cosmologías, políticas de 
resistencia y autonomía, y sus relaciones con la naturaleza. Situa-
ciones que involucran conflictos o procesos de territorialidad, tierra 
y recursos se deben entender a partir del paradigma de cosmología 
relacional y no de un entendimiento de procesos fragmentados, 
como comúnmente se perciben. Nuevas olas neoliberales, sin em-
bargo, siguen enfatizando la fragmentación de las  relaciones entre 
naturaleza y humanidad, para poder ser tratadas como mercancía 
y ser incluidas en el sistema capitalista. Centenares de grupos in-
dígenas de las Américas se resisten a la separación artificial de la 
sociedad y de la política, y a la ficción de la mercantilización de los 
elementos de vida socio-económica, actos que llevan a la apro-
piación de espacios sociales, culturales y naturales – entre otros. 
Para estos pueblos la humanidad y la naturaleza no son mercancías 
comprables ni separables. Una serie de preguntas surgen al tratar 
de llevar a cabo esta disociación en las sociedades que convierten 
en mercancía muchos de sus componentes, preguntas impor-
tantes para las comunidades indígenas y tradicionales, tales como: 
¿dónde quedan los bienes comunes? ¿Si todo es privatizado, de 
qué manera la comunidad local indígena o no indígena puede tener 
continuidad demográfica, residencial, histórica, cultural, y un futuro 
viable? Es necesario que exista comprensión de economías sociales 
mixtas que entiendan que no todo se rige ante la división continua 
de bienes como mercancía. La pregunta: ¿mapear para qué y para 
quién? es clave en este entendimiento. Es esencial, por tanto, que 
las comunidades puedan realizar auto-mapeo territorial que se pro-
duce con plena participación y consentimiento mayoritario que a su 
vez producen resultados fundamentales en las luchas autonómicas 
indo-afro-mestizas. El auto-mapeo, de esta manera, produce una 
conciencia colectiva y un re-conocimiento del territorio, al igual que 
introduce la noción del valor del cambio-mercancía de sus bienes 
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naturales.  El proceso de mapeo debe acompañar una revolución 
del lenguaje, desmantelando la visión económica del espacio hacia 
una visión cosmológica integrada. 

	 El mapeo participativo ha resultado ser de gran importan-
cia en América Latina para comunidades indígenas en procesos de 
reconocimiento de tierras, derechos territoriales y de recursos. De 
igual manera, estos logros están acompañados de nuevos retos, 
tales como generación de nuevos regímenes de propiedad o el uso 
de mapeo participativo para estrategias de contra-insurgencia. Este 
artículo describe cinco enfoques que han prevalecido en el mapeo 
participativo: 1) ecología cultural, 2) etno-cartografía, 3) planificación 
para el desarrollo, 4) enfoques jurídicos, y 5) enfoque en movimien-
tos sociales. Estos enfoques enfatizan en hacer reconocible el uso y 
ocupación del territorio y los recursos por parte de pueblos originar-
ios a funcionarios de gobierno y actores internacionales. Así, el ob-
jetivo principal del mapeo se convierte en el acto del reconocimien-
to, más que en garantizar acceso a tierras y/o los recursos. Los 
mapas, de manera general, son un medio que interpreta el uso de la 
tierra y los recursos en función de necesidades políticas. Decisiones 
acerca de cómo crear un mapa, a su vez, incluyen concepciones 
sobre cómo comunidades son identificadas, conocidas y definidas. 
Es por esto que en muchas ocasiones hay problemas de ‘traduc-
ción’ al mapear territorios y comunidades. El mapeo participativo 
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Joe Bryan
Mapeo participativo: estado del arte



crea nuevos entendimientos sobre lo que es territorio y comunidad, 
al igual que su uso para ser reconocido a nivel gubernamental. Es 
a éste nivel que el mapeo participativo debe ser entendido como 
una actividad política. El análisis de los cinco enfoques presenta 
oportunidades al igual que limitaciones, las cuales deben ser discu-
tidas a fondo. Entre estas se encuentran la tensión entre legibilidad 
del mapa y asegurarse de que espacios importantes de las comu-
nidades no se pasen por alto, y también esfuerzos más recientes 
para hacer que el proceso de mapeo participativo sea más ‘cientí-
fico’ y legible para oficiales gubernamentales. El énfasis en el uso 
de nuevas tecnologías es otro punto mérito de discusión,  a la vez 
que datos sobre territorios y espacios importantes de comunidades 
quedan al alcance público y disponible por las redes cibernéticas. 
El mapeo participativo debe ser entendido como una táctica para 
cuestionar compromisos que involucran reconocimientos de tierra y 
recursos.

	 A través de los años, la historia del capitalismo se ha car-
acterizado por la búsqueda de nuevas formas de acumulación y la 
transformación e integración de espacios no-capitalistas al sistema 
de acumulación y mercados. Mientras los Estados han tenido un 
rol importante en la expansión y proliferación de éstos procesos 
económicos, a partir de los años 1980 se ha visto una revisión 
de los procesos e instrumentos utilizados para definir la territorial-
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Henry Acselrad
Cartografías sociales: acercamientos emergentes y nuevos hori-
zontes



ización de comunidades indígenas y comunidades tradicionales. El 
uso de mapas como representación formal también fue reajustado, 
¿por qué? Los mapas, en su gran mayoría, cumplían funciones 
como: 1) identificar rutas y acceso a riquezas, 2) delimitación de 
fronteras, 3) jurisdicciones y control del territorio, y 4) zonificación.  
Esta visión común en el uso de mapas, especialmente al referirnos 
a la de zonificación, fragmenta el espacio para definirlo, describirlo 
y orientar su apropiación, un proceso que se basa, en su mayoría, 
en saberes científicos que están definidos por saberes particulares. 
La búsqueda de ‘verdades ecológicas’ que definen el proceso de 
zonificación presentaba conflictos metodológicos, ya que el orden 
‘científico’ deseado por el Estado no es compatible con las reali-
dades sociales del terreno. Este orden termina ignorando la realidad 
de los territorios producidos y de sus actores. He aquí el interés de 
redefinir el uso de mapas para incluir las voces que han quedado 
fuera. Surge así la nueva definición y uso de mapeo: presentando 
procesos que incluyen representaciones y objetos que antes no 
estaban incluidos, enfatizando la experiencia humana. Este nuevo 
entendimiento de lo que es un mapa amplían su función política, 
desafiando nociones comunes de espacio, conocimiento y poder. 
A partir de los años 1990 el incremento en el uso de mapeo par-
ticipativo aumenta la legitimidad de elementos cartográficos que 
captan procesos sociales, y se pueden percibir diferentes modos 
de representar diferencias socioculturales en los territorios. A pesar 
de que el proceso participativo ha sido utilizado por diferentes acto-
res con diferentes estrategias (como por ejemplo por desarrollistas 
y ambientalistas), los mapas pueden ser utilizados como objetos 
de acción política, con su creación y uso surgiendo de los propios 
grupos tradicionales. De ésta forma, los grupos tienen la opción de 
cartografiar a partir de sus propias definiciones, tornando visible lo 
que realmente les resulta importante. La creación de estos mapas 
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ha, en ciertas condiciones históricas, ayudado a afirmar derechos, 
exigir protección de tierras, asegurar la cohesión de grupos y trans-
mitir conocimiento tradicional.

	 La cartografía social ha sido referenciada ampliamente por 
su potencial político, en cuanto herramienta de reivindicación de 
derechos colectivos de pueblos indígenas y afro-descendientes so-
bre sus territorios y recursos. A pesar de los avances logrados en el 
reconocimiento de derechos territoriales y culturales, estos territo-
rios y recursos están en la mira de intereses nacionales y transna-
cionales. En particular, con las políticas ambientales tanto globales 
como nacionales, dichos territorios se introducen en escenarios 
de transnacionalización de la naturaleza, a través de su incorpo-
ración en los mercados verdes y de servicios ambientales (REDD 
y mercados de carbono) y la mercantilización de la naturaleza que 
producen amenazas y reconfiguraciones territoriales nacionales y 
locales, dado que no incluyen las perspectivas culturales de los po-
bladores locales, ni garantizan el reconocimiento de sus derechos 
colectivos ni individuales. Los enclaves de explotación de recursos 
mineros, forestales o hídricos, y la presencia de actores armados, 
desconocen territorios e imponen a los pueblos indígenas o afro-
descendientes otras lógicas de relación con el entorno. En estas 
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perspectivas, se desterritorializan y reterritorializan lugares especí-
ficos y cuerpos, y se dan nuevas apropiaciones simbólicas y de 
facto. De esta manera, se visibilizan e invisibilizan espacialidades, 
creando nuevas valoraciones territoriales, basadas en nuevas prio-
ridades surgidas del mercado, y desconociendo otras. Por lo tanto, 
se proponen espacialidades alternativas  de hecho o regímenes ter-
ritoriales alternativos, que partan de mecanismos de reconocimien-
to de prácticas culturales de territorialidad, así como de nuevas 
formas de representar el territorio, y que den cuenta de  procesos 
de: reposicionamiento del lugar, gobernabilidad cultural, posiciona-
miento de nuevas relaciones con la naturaleza y geopolíticas del 
conocimiento, y la geopolítica local o alter-geopolítica indígena. 
De igual manera, nuevas maneras de representación espaciales o 
contra-representaciones que permiten articular proyecciones cor-
porales y tecnológicas, el uso de nuevas tecnologías y el uso del 
internet para plantear meta-espacios en la red, y cartografías par-
ticipativas expandidas, atlas parlantes, así como representaciones 
territoriales a través de cuerpos, imágenes o videos. Representa-
ciones articuladas a formas alternativas de representar lo espacial, 
que permitan la circulación de ideas, pensamientos, memorias e 
historias vividas. Estas prácticas espaciales y nuevas representa-
ciones se plantean como estrategias que confronten las lógicas de 
apropiación económica y política transnacional y nacional, y que 
permitan alternativas de representación y control territorial, como 
espacios de resistencias para posicionar los territorios colectivos en 
los contextos local, nacional y global.
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	 La idea de mapeo social es presentada en el artículo, la cual 
describe dos aspectos importantes: uno etnográfico, que requiere 
de trabajo académico, técnicas de observación y criterios detal-
lados para seleccionar información importante; y el otro aspecto se 
lleva a cabo por los propios agentes sociales que definen el uso de 
instrumentos, sus opciones, y la selección de qué va en el mapa. La 
cartografía social contribuye al entrenamiento de agentes sociales 
al igual que la práctica de su autonomía ya que las decisiones se 
llevan a cabo en la comunidad después de haber aprendido las téc-
nicas necesarias, y pueden decidir qué incluir, tanto elementos que 
no son importantes o los que deben ser tratados como confidencia-
les. Este tipo de mapeo social se distingue de mapeo participativo 
ya que el participativo, como instrumento de planificación, es defini-
do por planificadores con actividades que incorporan participación 
de comunidades en decisiones que realmente fueron tomadas para 
ellos. Por esta razón este análisis favorece los movimientos sociales 
y las identidades colectivas. Comunidades tradicionales, a través 
de este proceso social, se convierten en agentes activos de pro-
ducción de información que puede ayudarles en el monitoreo de 
sus propios territorios. La creación de estos mapas puede ayudar 
en conflictos que involucran grandes conglomerados de intereses 
económicos, utilizándolos como fuentes de movilización política 
al transformar el medio por el cual se hace público el llamado a 
derechos territoriales y etnológicos. Mapeo social es un proceso 
que fortalece la emergencia de identidades colectivas alrededor de 
sus derechos territoriales.
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Alfredo Wagner
Mapeo, territorialidad e identidad
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Trabajo de campo como parte del proyectos de cartografía partici-
pativa en Peru. Foto cortesía Richard Smith, Instituto Bien Comun. 





En esta sesión se muestran las transformaciones y reconocimientos 
alcanzados en las últimas décadas en materia de derechos a los 
recursos y a la propiedad colectiva en torno a las comunidades 
indígenas, afroamericanas y  otras comunidades que habitan los 
bosques. Muchas de estas transformaciones, a su vez,  están 
acompañadas por las agendas de grandes compañías e institucio-
nes nacionales y transnacionales, que en diversas ocasiones tienen 
metas muy diferentes a las de los pueblos locales. Además, los 
procesos naturales actuales, tales como cambio climático o con-
servación, también han tenido impactos en los procesos de lucha 
por el territorio.
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RESÚMENES DE LAS SESIONES

Marla Torrado

Sesión 1: ¿Cómo llegamos al presente? 
Contexto en el que se expandió el reconocimiento de los 
derechos territoriales

Resumen

Mesa de inscripción del foro.



Preguntas claves de la sesión
1. ¿En qué consiste el giro territorial que comenzó a desarrollarse en 
la década de los años  80 y qué elementos lo permitieron?
2. ¿Cómo se diferencia la experiencia de las zonas montañosas y 
las zonas selváticas?
3. ¿Qué alianzas estratégicas caracterizaron este proceso?
4. ¿Qué lecciones importantes debemos tener en cuenta para la 
nueva etapa que estamos viviendo?

Panelistas
Stefano Varese
Se describe cómo los pueblos indígenas tienen un claro sentido 
de territorialidad y del grado de integración de los espacios donde 
habitan. Es por esto que hablar de mapeo es hablar de historia. El 
vocabulario capitalista y neoliberal que enfatiza la fragmentación del 
espacio y habla de ‘recursos’ genera una taxonomización peligrosa 
de los territorios. El paradigma indígena es uno cosmocéntrico, lo 
que significa que todo y todos estamos relacionados, existiendo 
una reciprocidad. La mentalidad de fragmentación viene con la mer-
cantilización, cuando se asume que todo se puede comprar y/o 
vender. La naturaleza es infiltrada a este mismo trato capitalista, 
aplicando una mentalidad contraria a la cosmocéntrica. Hay que 
liberar la naturaleza de este pensamiento calculador y fragmentario. 

Jeff Hatcher
Se presenta un análisis de las dinámicas de tenencias de tierras. 
Estos análisis se llevan a cabo principalmente para monitorear el 
progreso, para aumentar el manejo de propiedad local, para que se 
puedan hacer intervenciones conscientes y estratégicas, para tener 
información útil para fines de asistencia, y para capturar regímenes 
de propiedad común que en muchas ocasiones pueden ser pasa-
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dos por alto. Por la complejidad que implica definir tenencias de 
tierras, las hemos clasificado en cuatro (4) categorías que se refi-
eren a: 1) terrenos públicos administrados por el gobierno, 2) ter-
ritorios públicos designados para uso de comunidades indígenas, 
3) territorios privados propiedad de las comunidades indígenas y, 
4) tierras privadas, de individuos o empresas. Los datos presen-
tados muestran que a nivel global está ocurriendo una transferen-
cia de tierras de manos de los gobiernos a concesiones sobre los 
pueblos y comunidades indígenas, donde América Latina posee el 
mayor porcentaje con el 24.6% de los bosques en manos de co-
munidades. 

Luis Rodríguez Piñero y Rollo
Se explica cómo el giro territorial del cual se hace referencia en esta 
sesión se puede ver en el ámbito del derecho internacional. Se ha 
visto un cambio en el último siglo desde un modelo agrarista de la 
tenencia de la tierra hasta un modelo territorial, sobre todo cuando 
nos referimos a las selvas (reflejado en Perú, Brasil, Nicaragua y 
Venezuela). Diferentes convenios y artículos comienzan a reconocer 
diferentes aspectos sobre la tenencia de tierra: el convenio 169 de la 
OIT incorpora el concepto de territorio indígena, y el artículo 11 del 
convenio 107 de OIT reconoce el derecho a la propiedad colectiva 
o individual a favor de los miembros de las poblaciones en cuestión 
sobre tierras tradicionalmente ocupadas, entre otros. A medida que 
pasa el tiempo, se han ido incluyendo más aspectos que ayudan a 
las comunidades indígenas a reconocer sus derechos sobre la pos-
esión de tierras, y esto se ha visto claro en el ámbito legal. 

José Absalón Suárez
Se presenta la lucha de comunidades negras Colombianas en el 
Pacífico en el proceso de reconocimiento del derecho a la propie-
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dad colectiva de su territorio. Desde los años 90 se inicia una lu-
cha para demostrar que el territorio del Pacífico está habitado y ha 
sido construido por poblaciones indígenas y negras, y que estos 
no representan territorios baldíos como lo considera el estado. A 
través de procesos organizativos se está defendiendo el espacio 
que se había ganado en la constitución para avanzar con la titu-
lación colectiva. La titulación colectiva se ha logrado en algunos 
departamentos. Los elementos de la cartografía van a ayudar al 
proceso de reconocimiento de usos de tierra de las comunidades 
negras. Este es un instrumento que ayuda a enfatizar las políticas 
que son fundamentadas desde dentro de las comunidades negras. 
Es necesaria la solidaridad con otras fuentes e instituciones para 
seguir en esta lucha. 

Reflexión
Los panelistas trazan una narrativa complementaria, donde se de-
muestra el cambio de pensamiento y acciones a tomar en el ámbito 
político, legal, y comunitario en cuanto a lo que significa titulación de 
tierras y cómo éstas se pueden conseguir para las comunidades in-
dígenas y/o afro-descendientes.  Tanto Stefano Varese como José 
Absalón presentan la historia y lucha de diferentes grupos, al igual 
que la visión tan importante que es la de un espacio integrado y 
usos comunes. Existen muchas amenazas cuando entendemos el 
espacio y el territorio desde mentalidades capitalistas, entendimien-
tos muy diferentes a los de comunidades locales que aprecian la 
unión del espacio natural con el espacio social y cultural. Por otro 
lado, Luis Rodríguez y Jeff Hatcher muestran los cambios favora-
bles a través del tiempo donde se reconoce y ocurre una especie de 
viraje que favorece a las comunidades indígenas y locales en cuanto 
a reconocimiento de tierras. Hatcher muestra como América Latina 
ha sido la sede de muchos cambios, especialmente en la concesión 

54



de tierras de manos del estado hacia las comunidades. Finalmente, 
José Absalón enfatiza la importancia de la organización social y del 
mapeo como herramientas políticas, que no solo fortalecen y brin-
dan una mayor credibilidad en procesos políticos y sociales ‘hacia 
fuera’, pero que ayudan a un proceso de participación y solidaridad 
‘desde adentro’. 

Lecciones que surgen de la sesión
•  El mapeo participativo como proceso que contribuye al enten-
dimiento y significado de lo que es territorio. Sin embargo, hay que 
tener en cuenta que estos procesos varían según la geografía, y que 
hay que ser cuidadoso en el uso de términos y sus significados de 
país en país.
•  La cartografía conlleva un proceso de ‘traducción’ y se debe 
tener cuidado con la influencia que puede tener el lenguaje occiden-
tal hegemónico al ‘dialogar’ con el lenguaje de las comunidades en 
el medio cartográfico. 
•  El rol del estado juega un papel importante dentro de los procesos 
actuales e históricos de tenencia de tierras de las comunidades.

Sesión 2: Principales formas de abordar la cartografía par-
ticipativa

Resumen
Se discute sobre las diferentes escuelas que toman el tema de la 
cartografía participativa y se enfatiza en la manera en que diferentes 
visiones influyen en los procesos cartográficos  y sus resultados. 
Cada escuela trae con ella fortalezas y debilidades particulares las 
cuales son importantes conocer ya que abarcan distintos procesos 
de participación. Las escuelas a evaluarse incluyen ecología cul-
tural, derechos humanos, y movimientos sociales.
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Los integrantes del foro.
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Preguntas claves de la sesión
1.  ¿Qué lecciones se han aprendido de la cartografía participativa? 
Por ejemplo,  cuál es el rol de la tecnología, el rol de los expertos, 
los costos políticos, los costos económicos en estos procesos? 
2.  ¿Cuáles han sido las consecuencias de compartir la información 
generada por la cartografía participativa con entidades fuera de la 
comunidad?
3.  ¿Cuáles son las consecuencias no esperadas que vienen con el 
reconocimiento estatal, tanto en la relación con el estado como en 
la relación con otros pueblos tradicionales?

Panelistas
Joe Bryan
La presentación se basa en el mapeo como proceso social y a su 
vez, como proceso que tiene consecuencias políticas. En su may-
oría, el mapeo es utilizado como fuente de reconocimiento legal 
frente al Estado para demonstrar que existe un territorio indígena. 
Sin embargo, la cartografía puede ser vista como un arma de doble 
filo: la cual sirve para la movilización social, pero también para re-
formas; es una herramienta para las comunidades en la lucha por 
sus territorios, pero también para que el Banco Mundial tenga una 
estructura fija de propiedades y saber donde continuar la expansión 
de mercados. Actualmente, la cartografía participativa debe buscar 
la seguridad social. En fin, las diferentes escuelas terminan most-
rando visiones particulares, aunque muchas pueden ser beneficio-
sas para las causas de territorialización. No obstante, la tecnología 
no debe dominar en el proceso social ya que sabemos que esta 
tiene consecuencias políticas. El que el Estado reconozca algún ter-
ritorio tiene mucho que ver con la voluntad del mismo más que con 
la tecnología que se utilice en el proceso.
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Álvaro Velasco
El análisis habla sobre el mapeo social y el rol de los mapas parlan-
tes dentro de este proceso. Este es un método utilizado para au-
mentar y animar conversaciones y conocimientos de comunidades 
indígenas. Así salen nuevas concepciones de lo que es territorio, 
relacionadas a la historia particular del lugar a través de una recu-
peración de la memoria, conversaciones con diferentes pobladores 
de diferentes edades. Así surge lo que se conoce como cartografía 
social, procesos que despiertan autonomía, específicamente cu-
ando hablamos de las comunidades indígenas y afrocolombianas 
del sur y norte del Cauca. Sin embargo, es esencial que el proceso 
del mapeo surja de las mismas comunidades, de su propio lenguaje 
y conocimiento de la tierra para así poder reclamar sus derechos.

Peter Dana
La discusión gira en torno a las consideraciones que hay que tener 
en cuenta en el momento de hacer mapas. Es importante consid-
erar la metodología que se utiliza y el efecto que ésta puede tener 
en la definición de territorio y en la creación de los mapas. La pre-
sentación presta mucha atención al rol que tiene el facilitador en in-
fluenciar el proceso de mapeo participativo. Es esencial que la ‘caja 
de herramientas’ de mapeo participativo llegue vacía, y sea llenada 
por las necesidades o instrumentos que las comunidades entien-
den son más pertinentes en los procesos por los cuales adquieren 
sus territorios y sus derechos. 

Pablo Miss
Se narra la experiencia de luchas por la tierra en el sur de Belize y 
la experiencia Maya en el mapeo participativo. Es importante com-
prender que en los procesos de mapeo existen diferencias en el uso 
de conceptos y palabras, que producen efectos particulares en la 
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creación de mapas. El uso de términos como delimitaciones, líneas, 
límites, hizo que las comunidades comenzaran a hablar de fron-
teras, lo que llevó a conflictos y erosionó el espíritu de comunidad. 
Estos significados occidentales de delimitaciones, de líneas rectas, 
son contrarios al entendimiento del espacio que es compartido por 
las comunidades. La cartografía puede ser un proceso muy técnico 
y puede aislar participación local. Por otro lado, es necesario ir más 
allá de la creación de un mapa, al igual que tiene que haber un com-
promiso real entre comunidades.

Reflexión
Esta sesión muestra las tensiones naturales que se pueden encon-
trar dentro de los procesos de cartografía participativa. Por un lado, 
Joe Bryan argumenta que es esencial entender este método como 
mucho más que el mero uso de una tecnología, éste es un proceso 
que tiene consecuencias y repercusiones políticas. Por otro lado, 
Peter Dana comenta sobre la delicada posición que tiene aquel que 
está ayudando en el proceso de aprendizaje de ésta tecnología, y el 
impacto que el conocimiento del ‘educador-científico’ puede tener. 
Además de esto, vemos la necesidad de trabajar con las demarca-
ciones de territorios, trazando líneas rectas y definiendo barreras, 
como menciona Pablo Miss. No obstante, estos procesos esencia-
les para la lucha legal también son responsables de conflictos inter-
nos entre comunidades. ¿Habrá entonces un proceso cartográfico 
que ayude a formar derechos, pero que no lleve a estos conflictos 
internos que pueden ser últimamente perjudiciales para las comu-
nidades y sus territorios? Es importante ver que la cartografía tradi-
cional no es suficiente, punto que ha sido recalcado por todos los 
panelistas. Cada caso tiene sus particularidades, y debe ser anali-
zado independientemente. Esto permitirá no solo trabajar con las 
contradicciones presentadas en esta sesión, sino que ayudará a la 
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definición particular de lo que es territorio para la comunidad que se 
encuentra en lucha por reconocimientos y afianzará sus relaciones 
internas y externas. 

Lecciones que surgen de la sesión
•  La cartografía participativa debe ser entendida como un pro-
ceso social que va más allá de la creación de mapas y que conlleva 
mucho más que procesos tecnológicos. También hay que resaltar 
que el mapeo siempre es un proceso político.  
•  Por otro lado, el mapeo participativo tiene grandes tensiones que 
deben que ser entendidas por aquellos que la usan. Este es un pro-
ceso esencial para el uso y reconocimiento legal de territorios ante 
el Estado. Por otro lado, sin embargo, puede llevar a procesos de 
conflictos y problemas entre comunidades, al utilizar vocabularios, 
definiciones y delimitaciones de territorios que erosionan la cooper-
ación y unión comunitaria.

Sesión 3: Acercamientos emergentes y nuevos horizontes  

Resumen
En esta sesión se tratan los mapas como más que una simple tec-
nología o herramienta. Estos son vistos como un proceso social 
que simultáneamente ayuda a la participación, envuelve diversos 
significados sobre historia, fortalece las relaciones sociales, incluye 
diversas concepciones de espacio, trabaja con tensiones sociales 
y finalmente ayuda en el desenvolvimiento de demandas externas. 

Preguntas claves de la sesión
1.  ¿A qué se debió el viraje hacia la cartografía como proceso 
social?
2.  ¿Qué pierde y gana la comunidad con este viraje?
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3.  ¿Cuáles son las implicaciones de este viraje en cuanto a las lu-
chas más amplias para los involucrados? Por ejemplo, cuáles son 
las implicaciones en lo que se refiere a nuevas alianzas, relaciones 
con el estado, etc.?

Panelistas
Henri Acselrad
Se presenta como la expansión del capitalismo atrae inversiones 
internacionales que no solo promueven su propia expansión, sino 
que también amenazan a las luchas para derechos a territorios de 
comunidades indígenas y locales. Las preguntas esenciales aquí 
son: ¿qué mapear y para qué? Existe una diversidad de significa-
dos en la producción social del territorio, proceso que el Estado 
ha entendido al ver que la idea de zonificaciones y uso del terreno 
no concuerdan con la realidad del espacio vivido. El significado de 
territorio y la creación de mapas se organiza en función del sujeto 
político, como por ejemplo: desarrollistas, ambientalistas, y mapeos 
participativos emergentes. El mapeo es un instrumento entre otros 
para garantizar autonomía, y es necesario que las comunidades se 
hagan dueñas del mapa.

Nélida Faldin Chuvé
Se narra la experiencia del mapeo participativo en los pueblos de 
Bolivia. Este ha sido un proceso de re-encuentro de ideales sobre lo 
que las comunidades mismas desean para su territorio. Igualmente 
es un proceso de autonomía que busca dejar atrás el asistencialis-
mo y patronazgo. Se ha creado un ordenamiento territorial de forma 
participativa que busca incluir el tema social en el proceso cartográ-
fico, envolviendo temas de: organización, tierra y control del territo-
rial, uso de los recursos naturales, producción y economía, edu-
cación, salud y servicios básicos. La cartografía social ha tomado 
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en cuenta estos factores básicos de la comunidad. Ahora bien, el 
desafío está en cómo administrar de manera adecuada los recursos 
y el territorio.

Wendy Pineda
Se muestra la experiencia de mapeo participativo con las comu-
nidades indígenas de la Cuenca del río Corrientes en Perú, local-
izadas en el norte amazónico. En esta oportunidad, el proceso de 
mapeo participativo nace de la exigencia por parte de las comuni-
dades hacia el Estado de tomar acciones para limpiar los territorios 
que han sido contaminados por las empresas petroleras. Al mismo 
tiempo, este proceso no sólo produjo un fortalecimiento  de los 
lazos comunitarios sino que también motivó la discusión comuni-
taria en torno a la definición de un plan de vida que les permitirá 
recuperar lo que habían perdido. Las comunidades deben estar en 
completa libertad de mapear lo que consideren importante en aras 
de mejorar las condiciones y el reconocimiento de sus derechos. 
Las lecciones aprendidas incluyen: innovar constantemente, de-
sarrollar diferentes estrategias en diferentes comunidades, y poner 
a un lado metodologías pre-establecidas ya que son las comuni-
dades quienes deciden las metodologías a utilizar.
 
Reflexión
Esta sesión presenta de manera más completa la parte social del 
mapeo participativo. Henri Acselrad comienza esta intervención ha-
ciendo  preguntas claves que problematizan el aspecto social del 
mapeo participativo. El rol de quién mapea y para quién se mapea 
es importante en esta discusión, al igual que el tema de la expan-
sión del capitalismo y el papel que juegan las empresas nacionales y 
transnacionales en este proceso. Tanto Nélida Faldín como Wendy 
Pineda elaboran con ejemplos vivos los argumentos presentados 
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por Acselrad, explicando cómo el proceso de mapeo participativo 
va más allá de los mapas y se convierte en un acto social que unifica 
las comunidades y les ayuda a retomar el control de sus territo-
rios. Esta sesión, a su vez, es una continuación de las discusiones 
presentadas en la sesión anterior, donde se problematizaba la car-
tografía como un proceso que va más allá de una herramienta téc-
nica. Los ejemplos presentados en ésta sesión también muestran 
las dos caras de los procesos de mapeo participativo. Por un lado, 
estos pueden ser utilizados en la lucha por alcanzar los derechos de 
las comunidades sobre sus territorios; mientras que por otro lado 
estos pueden ser utilizados por las comunidades para negociar con 
compañías que buscan intereses económicos de los recursos que 
se encuentran en los territorios pertenecientes a las comunidades. 
Sobre la base de lo presentado anteriormente, cualquiera que sea 
el motivo del mapeo, es evidente que el proceso fortalece la au-
tonomía interna de las comunidades y les ayuda a repensar sus 
objetivos con el territorio tanto en el presente como en el futuro.

Lecciones que surgen de la sesión
•  La cartografía participativa trae beneficios al igual que debilidades 
para las comunidades que las utilizan. Por un lado, puede ayudar 
a fortalecer pueblos e incentivar  el  re-descubrimiento de objetivos 
sobre su territorio y sus recursos, tanto para el presente como para 
tiempos futuros. 
•  Es evidente que la cartografía participativa es utilizada como 
más que una simple herramienta tecnológica, para convertirse en 
un proceso social que puede unir comunidades o crear tensiones 
antes no existentes. 
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Experiencias actuales de Asia y África

Resumen
Esta sesión presenta ejemplos de procesos de cartografía partici-
pativa que se están llevando a cabo en África y Asia. Los panelistas 
muestran cuáles han sido los mayores logros obtenidos en dichos 
procesos, al igual que las barreras y limitaciones que han encon-
trado en el camino. 

Panelistas
Alfred Brownell (Liberia)
Se narra la historia de la presencia de comunidades indígenas en Li-
beria. Existen conflictos actualmente entre áreas de uso comercial, 
áreas de conservación, y áreas pertenecientes a las comunidades. 
Existen muchos conflictos y presiones entre el gobierno y las comu-
nidades por concesiones a empresas que trabajan con los recursos 
naturales. El mapeo participativo ha ayudado a las comunidades a 
demostrar que estos espacios están ocupados, permitiendo exi-
girles a las autoridades la evaluación ambiental y limpieza de las 
áreas contaminadas por las empresas en la zona. Los mapas han 
servido para que las comunidades tengan más conocimiento sobre 
sus territorios y los recursos que poseen, y así evaluar críticamente 
mapas hechos por el gobierno o empresas sobre sus territorios. 
Aunque el diálogo con el gobierno se ha comenzado, es necesaria 
la formación de redes de cooperación. 

Barthelemy Boika (República Democrática del Congo)
Se presenta la experiencia de la cartografía participativa en el Con-
go. Las prácticas de mapeo son vistas como herramientas utiliza-
das por  las comunidades en la búsqueda de sus derechos sobre 
el  territorio y recursos naturales ante el gobierno, el cual tiene pos-
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esión oficial de las tierras. La tendencia ha sido de entregar conc-
esiones a empresas mineras, forestales y de otros tipos por encima 
de las comunidades cuyos derechos aún no han sido reconocidos. 
Con la cartografía participativa se han podido ilustrar los conflictos 
de sobre posición entre usos concurrentes, entre concesiones de 
tierras y comunidades autóctonas. Gracias a estos esfuerzos, en 
2008 se comenzó un proceso de zonificación a nivel de gobierno. 
Sin embargo, es necesario que se lleven a cabo los procesos de mi-
cro-zonificación donde las comunidades puedan seguir aportando. 

Kasmita Widodo (Indonesia)
Se presenta la experiencia de la cartografía participativa en Indone-
sia, donde el proceso se define como un movimiento social guiado 
por aquellas comunidades que buscan recuperar sus tierras per-
didas. Se define también como un proyecto de “contra-mapeo,” 
que es diferente a los productos producidos por el gobierno. La 
generación de mapas se hace cada vez más accesible a las comu-
nidades,  lo que les facilita la capacitación para que ellas mismas 
los puedan hacer. El mapeo participativo también ha servido como 
herramienta para responder a conflictos que involucran recursos 
naturales y los derechos de comunidades indígenas. Los mapas no 
sólo son usados como herramientas políticas  para brindar legitimi-
dad, sino que se usan de manera preventiva para el futuro.

Florence Daguitan (Phillipines)
Se discute la marginalización y la discriminación sufrida por comu-
nidades indígenas en Filipinas. El mapeo se utiliza para entender 
el contexto de impacto de los cambios de usos de terreno, visto 
como un instrumento y método de investigación. Entre los análisis 
utilizados se encuentran la privatización de tierras comunes, y la 
disminución de cobertura boscosa y de biodiversidad. El mapeo 
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participativo se convierte en una herramienta de investigación, de 
educación para las comunidades y de ayuda para aumentar la soli-
daridad. 

Reflexión
Los casos presentados en esta sesión demuestran la gran diver-
sidad de formas en que la cartografía participativa ha servido para 
avanzar en los objetivos de las comunidades indígenas y/o autócto-
nas alrededor de Asia y África. El mapeo se convierte en una herra-
mienta política, tema que surge y resurge en las sesiones a lo largo 
del foro. No sólo brinda legitimidad frente a un ente tan poderoso 
como lo es el estado, sino que también fortalece internamente a 
las comunidades. Como bien ha dicho Kasmita Widodo respecto 
a la visión de los mapas como herramientas preventivas este for-
talecimiento interno de las comunidades también  favorece a los 
procesos de autonomía y hace que se piense en el futuro.  No ob-
stante, es también reconocido en temas que surgen de otras ses-
iones que en ocasiones no todos los resultados son beneficiosos, 
y pueden aparecer conflictos entre pueblos y comunidades que 
antes podían convivir en tranquilidad. El tema de la accesibilidad a 
la tecnología también parece ser un elemento importante para los 
panelistas, ya que de una forma u otra la mayoría hace referencia a 
esto. Esencial también es el tema de la unión o cooperación entre 
organizaciones, ya sea para seguir compartiendo estrategias o para 
ayudar a que la tecnología y/o educación sean más accesibles para 
las comunidades que las necesitan.  

Lecciones que surgen de la sesión
•  La cartografía social como herramienta esencial para mostrar 
legitimidad ante el estado se puede convertir en una manera de 
contra-mapeo, donde las comunidades exponen todas aquellas 
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cosas que el estado no ve o no reconoce.
•  Existe una necesidad para la cooperación y educación de co-
munidades en cuanto al mapeo. Aunque la accesibilidad a la tec-
nología  ayuda a democratizar el proceso, los problemas de costo 
aún son una gran limitante. A medida que la tecnología se hace más 
accesible esto ayuda a que el proceso se democratice, pero igual 
los problemas de costo continuan.

Sesión 4: Territorio, derechos y el nuevo contexto político 
y económico

Resumen
A medida que pasan los años y los tiempos cambian, de igual 
manera cambian las realidades sociales que existen en torno a las 
gestiones de bosques alrededor del mundo. Algunas de estas re-
alidades incluyen: mercados de carbono,  expansión de agroindus-
trias y presiones por parte de actividades extractivas.  La sesión 
tiene como objetivo discutir cuáles son las fortalezas y limitaciones 
de la cartografía participativa para seguir luchando por los derechos 
territoriales de comunidades ante la aparición de éstas nuevas pre-
siones mundiales.

Preguntas claves de la sesión
1.  ¿Cuáles son los impactos más significativos de la expansión de 
estos nuevos intereses sobre los bosques y tierras que pertenecen 
a las comunidades indígenas, afro-descendientes y otras comuni-
dades?
2.  Requiere esta ‘nueva’ época repensar las  estrategias de rec-
lamo y defensa de derechos sobre la tierra y los recursos? ¿En 
nuevas y más amplias alianzas nacionales  e internacionales?
3.  ¿Cómo afectan las nuevas valoraciones asociadas con los mer-
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cados del territorio y los recursos a la autonomía o procesos au-
tonómicos?

Panelistas
Astrid Ulloa
Se presenta como los procesos de cambio climático alrededor 
del mundo traen consigo nuevos actores y dinámicas que causan 
reconfiguraciones en las relaciones con el territorio. Estas nuevas 
relaciones están altamente ligadas a procesos de expansión de 
capital, donde la naturaleza se mercantiliza por completo. Esta de-
sarticulación que crea nuevas relaciones a escalas locales y glo-
bales genera a su vez nuevos conflictos y retos para comunidades 
y pobladores, por ejemplo: procesos de desterritorialización y re-
territorialización, apropiaciones simbólicas de territorios y cuerpos 
de comunidades, intervenciones, y superposiciones de territoriali-
dad. Hay que buscar alternativas que vayan más allá del mapa para 
poder trabajar con estas nuevas presiones. 

Diego Escobar
Se describe la experiencia de una organización indígena en el Coica, 
compuesta por diferentes países de Suramérica. Esta organización 
posee una agenda y visión que fue organizada y discutida por las 
mismas comunidades. Los temas importantes discutidos por ellos 
incluyen: sostenibilidad humana, territorios y recursos naturales, 
sistemas jurídicos propios y derechos constitucionales, entre otros. 
Hay grandes concesiones forestales, mineras y de otras actividades 
en el área y las comunidades tienen que estar preparadas con in-
formación de sus territorios para poder negociar sus peticiones. 
Las estrategias incluyen: elaboración de línea de base de los re-
cursos naturales del área, metodologías de zonificación ecológica y 
económica, ayuda en procesos de saneamiento físico y legal, pro-

69



mover e impulso del mapeo de tierras y territorios indígenas.

Galio Guardián
Se presenta una etnografía sobre el caso de Nicaragua y cómo ha 
funcionado, o no, la cartografía en diferentes procesos. Las leccio-
nes del caso demuestran que hay que ir más allá de la titulación y la 
demarcación debido a que han surgido problemas en torno a la ad-
ministración de los territorios. Uno de los grandes retos incluye los 
problemas sociales que emergen en estas tierras, que en muchos 
casos están manchadas por conflictos de narcotráfico, pobreza, 
y gran presencia de poblaciones migrantes. Es necesario que se 
creen políticas públicas regionales y nacionales que ayuden y res-
palden la autogestión territorial. 

Reflexión
Los panelistas de ésta sesión coinciden en que es necesario y es-
encial para las comunidades indígenas y otras poblaciones ir más 
allá de la creación de los mapas para poder obtener positivamente 
sus territorios. Astrid Ulloa trae a la discusión la manera en que se 
está re-negociando el espacio, su definición, y los cuerpos que en 
él habitan al incluirse debates nacionales e internacionales sobre 
cambio climático. Más allá de procesos que envuelvan desterrito-
rialización y reterritorialización, Diego Escobar y Galio Guardián ex-
ponen puntos esenciales que dialogan con las sesiones anteriores, 
haciendo un llamado a la importancia de trabajar en acciones que 
van más allá de las delimitaciones y demarcaciones territoriales. La 
gran importancia de este tema se hace evidente en las repetidas 
oportunidades en las cuales los diferentes panelistas hicieron men-
ción al mismo.. Al igual que Nélida Faldín y Wendy Pineda, hacen 
un llamado para ver la cartografía más allá de una herramienta tec-
nológica y más como un proceso social con repercusiones políti-

70



cas. Igualmente, ellos plantean que es necesario orientar y también 
discutir qué pasa o cual es el siguiente paso una vez que se tienen 
los mapas, cómo las comunidades trabajan con ordenamientos de 
la tierra y más importante aún, con el manejo de sus tierras una vez 
que son delimitadas. 

Lecciones que surgen de la sesión
•  Nuevos procesos naturales y ambientales traen consigo nue-
vas reestructuraciones del terreno y de los límites territoriales. Estas 
nuevas relaciones pueden traer nuevos retos y amenazas para las 
comunidades que luchan por los derechos de sus tierras. 		
Más aún, en éstos nuevos procesos climáticos  se negocian deci-
siones locales a partir de la participación y argumentación de ac-
tores nacionales y transnacionales, negociaciones que afectan el 
espacio local de las comunidades.
•  Nuevamente resurge el tema de mirar más allá del mapeo como 
una herramienta, y estar preparados para dar el siguiente paso lu-
ego del mapeo. Es esencial que las comunidades entiendan qué va 
a pasar con el territorio una vez se logren sus derechos, cómo se 
van a manejar e implementar reglas que cumplan con los objetivos 
establecidos por las mismas comunidades.

Sesión 5: Cartografía, territorio e identidad

Resumen
Los cambios sociales continúan aun cuando las comunidades y 
pueblos que habitan los bosques luchan por sus derechos de uso y 
por las delimitaciones de sus territorios. Es importante saber cómo 
se manifiestan las relaciones y cambios sociales que son propicia-
dos por agentes externos a las comunidades. De igual manera, es 
importante saber cuál es el rol de la cartografía participativa en pro-
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cesos de cambio cultural, en impactos que abarcan políticas de 
identidad, y más aún, en la manera en que las comunidades con-
ceptualizan y piensan sobre sus territorios.

Preguntas claves de la sesión:
1.  ¿Cómo se puede reconceptualizar la cartografía participativa en 
contextos de cambio cultural, estrategias de identidad, y cambios 
en las formas de pensar sobre la tierra y los derechos?
2.  ¿Qué papel puede jugar la cartografía participativa para evitar 
que el reconocimiento por el estado resulte en la desmobilización 
de los usos tradicionales de la tierra?
3.  ¿Cuál sería el papel de la cartografía participativa con respecto 
a los diferentes intereses de varios actores dentro y entre las comu-
nidades?

Panelistas
Alfredo Wagner
Se muestra cómo el estado está, de cierta manera, perdiendo el 
poder que antes ejercía con gran facilidad y sin muchas confronta-
ciones. Este poder le permite mapear y delimitar territorios, y ma-
pear la naturaleza y las comunidades. Al convertirse en un proceso 
y una herramienta de mayor alcance, las personas están tomando 
en sus manos las labores que antes le pertenecían al estado. Este 
giro permite que hablen y se expresen los que están en el territorio, 
sin intermediarios. El mapeo participativo rompe con este monopo-
lio, sin embargo  hay que buscar formas alternativas al crear los 
mapas, ya que existe una monotonía en la representación de la 
información de los mapas.
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Daví Pereira Júnior
El presentador narra las experiencias de comunidades quilombolas 
afro-descendientes de Brasil, y cómo éstas utilizan el mapeo par-
ticipativo. La experiencia demuestra como las autoridades oficiales 
no toman en cuenta las especificidades que las comunidades de-
scriben en los mapas, y de esta manera rechazan los mismos. No 
obstante estos grupos han encontrado que la clave en el proceso 
de cartografía social es la participación activa de las personas de 
las comunidades. Los mapas son creados  por la iniciativa de la 
comunidad,  qué quieren hacer con el territorio y cómo lo quieren 
hacer. Los procesos sociales orientan los mapas, y no  lo opuesto. 
El mapeo se convierte en una descripción social, una forma de ar-
ticulación que surge de la movilización social. 

Eduardo Cuaical
Se discuten las experiencias con grupos localizados al suroeste de 
Colombia. La herramienta de mapeo es importante siempre y cu-
ando la misma persiga objetivos que son significativos para ellos. 
Se narran eventos históricos sobre titulaciones de tierras otorgadas 
a comunidades. En tiempos coloniales se reconocieron algunos 
de los territorios, más sin embargo, en tiempos de la República 
se ve una tendencia a disolver las tierras colectivas. Aunque se ha 
avanzado más con el proceso de las tierras, no se ha logrado un 
verdadero  reconocimiento. El mapeo participativo ha ayudado a 
las comunidades a tener una nueva visión del territorio, poniendo a 
un lado los mapas creados por el estado para crear los suyos, que 
muestran un espacio que va mas allá de las fronteras, enfocando 
los aspectos sociales y naturales. La lucha para ellos continúa.
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Reflexión
En la sesión se le da mucho énfasis al poder que tienen los mapas, 
y con ello el poder que tiene el estado en construir límites, divisio-
nes, y los documentos oficiales que demarcan las territorialidades 
de diferentes grupos. Más sin embargo, éste poder político ya no 
está simplemente en manos del estado. Al respecto, Alfredo Wag-
ner enfatiza que el eje de poder ya está cambiando, y que el es-
tado está perdiendo esta importante misión al encontrarnos con 
procesos como la cartografía participativa, donde las comunidades 
pueden delimitar por sí mismas sus territorios de manera legítima y 
con tecnologías avanzadas. Por otro lado,  Daví Pereira y Eduardo 
Cuaical describen otro tipo de poder que surge del proceso del 
mapeo participativo. En este caso, Daví y Eduardo presentan un 
tipo de poder ‘hacia adentro’ que nace y se fortalece en el proceso 
participativo. El poder del mapeo participativo crea identidad, unión 
entre las personas de la comunidad, y les ayuda a re-encontrarse 
con su pasado, obligando así a crear objetivos claros sobre el ter-
ritorio, los usos de las tierras, y fortaleciendo sus relaciones con la 
naturaleza y el espacio. Estos puntos expresan la clara diferencia 
que existe entre estas dos cartografías: primero está la del estado, 
que es la autoridad oficial de delimitaciones. Al mismo tiempo, la 
cartografía participativa está siendo apropiada por las comunidades 
como parte de un proceso que les ayuda a obtener poder político. 
En éste sentido, esta cartografía adquiere un poder político ante 
las autoridades oficiales. Los panelistas exponen una segunda 
cartografía, que tiene que ver con el fortalecimiento interno de las 
comunidades, la cual es entendida como un proceso que nace y 
crece durante el tiempo que se trata de crear la primera cartografía 
ó el mapa con poder político. Esta segunda cartografía afecta inter-
namente a las comunidades, sus identidades, y las fortalece para 
combatir con objetivos externos que las puedan afectar. 
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Lecciones que surgen de la sesión
•  La cartografía trae consigo un gran poder político. Este poder 
no es simbólico, sino que representa una autoridad oficial que es 
reconocida como fuente legítima por el estado, y está relacionada 
con la tecnología que se utilice para su generación. Gracias a que 
estas tecnologías son cada vez más accesibles para las comuni-
dades indígenas y afro-descendientes, éstas últimas también au-
mentan su poder. 
•  Además del poder político, el proceso de mapeo participativo 
ayuda a dar poder interno a las comunidades.  Durante éste pro-
ceso se refuerza la identidad, se comparte la historia, y se crea una 
visión y objetivo que ayuda en el manejo futuro de las tierras.
•  Se necesita más discusión sobre cómo los procesos de mapeo 
participativo son  afectados a medida que las comunidades co-
mienzan a compartir información 	que antes era inaccesible para los 
actores externos. Además, es importante discutir más el rol del uso 
de tecnologías como Google Earth. 

Sesión 6: Estrategias para la defensa del territorio 

Resumen
Aunque son reconocidos los beneficios que trae consigo este pro-
ceso en materia de derechos legales sobre los territorios de las co-
munidades, el estado sigue ejerciendo muchas presiones sobre sus 
recursos y espacios. Es por esto que es importante discutir cual es 
el papel que juega el mapeo participativo en la lucha contra estas 
presiones. Se deben discutir sobre  las maneras en que el mapeo 
puede ayudar a fortalecer a las comunidades desde el punto de 
vista legal y político, al igual que la creación  de alianzas que les 
beneficien en la lucha por sus derechos.
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Preguntas claves de la sesión
1.  ¿Cuáles son las estrategias nuevas para la defensa territorial? 
¿Requieren estas estrategias nuevos conceptos de territorios?
2.  ¿Cuáles son los roles de la cartografía social/participativa en la 
defensa territorial en el futuro?

Panelistas
Richard Smith
En esta presentación se describe la experiencia de mapeo que ha 
tenido el Instituto del Bien Común en el Perú. El mapeo realizado 
conjuntamente con comunidades ha puesto a luz pública la forma 
cómo las concesiones mineras, forestales y de áreas protegidas, 
entre otras, han sido otorgadas en territorios de comunidades in-
dígenas alrededor del país. Estos mapas han ayudado a crear un 
frente externo, el cual se ha dado la tarea de mostrarle  al gobierno 
que las áreas en concesión no están desocupadas, y que los con-
flictos que han ocurrido  son reales. Estas nuevas representaciones 
y mapeos de las comunidades aumentan su visibilidad ante el es-
tado, obligándole a este último a reconocer su existencia y ocupa-
ción de territorios.

Sharlene Mollett
Se presentan las políticas detrás del mapeo de comunidades in-
dígenas y afro-descendientes en Honduras. Se problematizan los 
resultados del mapeo, y se analiza lo que los mapas de resistencia 
están realmente mapeando últimamente. En ocasiones el proceso 
de mapeo tiene un efecto ambiguo, por un lado,  puede aumen-
tar esperanzas en las comunidades, mientras que por el otro,  pu-
ede aumentar los conflictos. Las delimitaciones de territorio, al fi-
nal, siguen siendo decisiones basadas en el sistema hegemónico 
contra el cual se lucha, entonces bien cabe hacerse la siguiente 
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pregunta: ¿De qué manera es esto una representación de mapeo 
como resistencia?

Alfredo Vitery
Se narra la experiencia de gestión del territorio y recursos de las 
comunidades de nacionalidad Kichwa de Pastaza, donde la incor-
poración de la tecnología cartográfica ha sido de gran ayuda en 
sus luchas. El mapeo une etnografías y etno-biologías de los ter-
ritorios, entre otros elementos. Durante este proceso, se mapean 
ecosistemas ancestrales, se zonifica el uso de los territorios y se 
elaboran normas para el manejo de diferentes zonas, ayudando a 
los procesos internos de auto-legislación. Los desafíos actuales se 
encuentran en la elaboración de un plan de desarrollo sustentable, 
la creación de una norma jurídica propia, de sus  derechos colecti-
vos, y la construcción del estado plurinacional.

Reflexión
La última sesión del foro busca mirar y hacer una reflexión sobre 
el futuro del mapeo participativo según las experiencias vividas 
en el pasado. El mapeo participativo y sus procesos aplicados en 
diferentes regiones y comunidades fuerzan a nuevas definiciones y 
concepciones de lo que significa el territorio. Como menciona Al-
fredo Vitery, estas presentaciones demuestran como el territorio se 
comienza a entender como algo que va más allá de lo físico, en el 
cual se incorporan las relaciones sociales, culturales, y espacios de 
pasados ancestrales. Además, según describe Richard Smith, hay 
un proceso más grande que toma fuerza a través del mapeo, como 
lo es el de la visibilidad de las comunidades a nivel gubernamental. 
Pero a estas representaciones de las cuales hablan Alfredo Vitery y 
Richard Miss, al igual que muchos otros panelistas a través de las 
diferentes sesiones, se les contrapone una válida crítica. En este 
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sentido, Sharlene Mollett, invita llevar a cabo una reflexión más pro-
funda sobre cuál es el verdadero significado de la creación de estos 
mapas, y sugiere que es primordial discutir ciertas interrogantes, 
como los son: ¿Contra quién es el ejercicio y proceso de resistencia 
que surge de los mapeos? ¿Cuán efectivo es realmente el mapeo 
al final? ¿Es ésta una herramienta efectiva si se basa en las mismas 
concepciones hegemónicas de territorio que han existido y que 
ahora ellos mismos tratan de re-definir? ¿De qué manera se puede 
buscar alternativas o soluciones para estas tensiones?

Lecciones que surgen de la sesión
•  El mapeo participativo es una herramienta que ayuda a dar visibi-
lidad a las comunidades. Crea nuevas concepciones y definiciones 
del territorio, e incluye procesos sociales que caracterizan a sus 
habitantes y que hablan de sus historias.
•  Importantes críticas que llevan a la reflexión también surgen, tales 
como cuál es el real significado de los mapeos y cómo se puede 
reflejar un proceso de resistencia contra  las concepciones del ter-
ritorio comúnmente usadas por el estado.
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Cartografía participativa en la Cuenca del Rio Corrientes, Perú. 
Foto cortesía Wendy Piñeda. 
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	 El mapeo participativo ha sido utilizado desde la década de 
los 1990 para demostrar las relaciones de las comunidades indíge-
nas latinoamericanas y el uso de la tierra, y en algunos casos, para 
demarcar y luchar por la titularidad de los territorios comunales. 
Este campo tiene sus raíces en los enfoques participativos del de-
sarrollo rural y comunitario que emergieron en la década de 1980, y 
en los enfoques etnográficos que se remonta a los principios de la 
antropología. En 2010, como producto del aumento de los efectos 
de la problemática del cambio climático crece la preocupación so-
bre cómo mit igarlos, mientra que las luchas por los derechos de la 
tierra de los pueblos indígenas continúan y exigen que los nuevos 
retos se cumplan. En particular, las nuevas estrategias para mitigar 
el cambio climático a nivel global están llevando a nuevas presiones 
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Resumen

Cartografía participativa en la Cuenca del Rio Corrientes, Perú. 
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pero también oportunidades para los pueblos indígenas para pro-
teger sus recursos forestales. En esta revisión, se examinan los tex-
tos académicos, la práctica profesional y la literatura para entender 
las luchas de los pueblos indígenas para establecer y defender sus 
derechos a tierras y los bosques, los desafíos y las opciones pre-
sentados por los esfuerzos para mitigar el cambio climático, y por 
último cómo el mapeo participativo podría ser utilizado para apoyar 
las reivindicaciones de los derechos de los indígenas en este con-
texto. Nos enfocamos en particular, en las lecciones emanadas de 
los proyectos de mapeo participativo en América Latina, los cu-
ales pueden iluminar las estrategias productivas en la lucha para 
proteger los derechos a los recursos de los pueblos indígenas. La 
revisión de la literatura es presentada en tres secciones. Cada sec-
ción incluye referencias de textos claves; una lista completa de ref-
erencias es incluida en la sección de Citas:
I.  Los derechos de los pueblos indígenas a la tierra y a sus recursos.
II.  El cambio climático global y su relevancia para los derechos de 
los pueblos indígenas a la tierra y a los recursos.
III.  El mapeo participativo y su relevancia para los derechos de los 
pueblos indígenas a la tierra y a los recursos.

I. Derechos de los pueblos indígenas a la tierra y a sus re-
cursos
	
	 Los derechos a la tierra y a los recursos naturales de los 
pueblos indígenas están sujetos al contexto socioeconómico y 
político, como también al sistema legal de los países dentro de los 
cuales ellos residen, y es por ello, que sus luchas por autodetermi-
nación, justicia social y económica ocurren a todo nivel: local, es-
tatal o departamental, y nacional. Cuando estos mecanismos fallan, 
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los pueblos indígenas expresan sus derechos a través del sistema 
legal internacional, el cual en años recientes ha desarrollado me-
canismos específicos para canalizar sus problemas. Entre estos se 
destacan el Artículo 169 de Organización Internacional del Trabajo 
y  la Convención Americana de los Derechos Humanos de la Or-
ganización de Estados Americanos. Los siguientes son algunos de 
los elementos más importantes de los reclamos por las tierras y el 
derecho a los recursos indígenas en las leyes internacionales.
	 Existen múltiples declaraciones de los derechos humanos 
desarrolladas por  diferentes organismos internacionales,  los estu-
diosos en la materia debaten su importancia relativa a la protección 
de los derechos a los recursos de los indígenas, en parte debido a 
los argumentos acerca de la prioridad relativa  de los derechos de 
los estados sobre los derechos indígenas bajo la ley internacional. 
El 17 de septiembre de 2007, luego de 25 años de negociación, 
143 países aprobaron, casi de forma unánime, la Declaración de 
las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas. 
Mientras que unos pocos países se abstuvieron de votar, sólo Ca-
nadá, Australia, Nueva Zelanda y los Estados Unidos votaron en 
contra. Un tema que continuó siendo controversial hasta el mo-
mento de la votación fue la protección de la integridad territorial de 
los Estados frente a los reclamos indígenas al territorio, los recursos 
y la autodeterminación (Cultural Survival Fall 2007). De los cuatro 
países que votaron en contra de la aprobación de la declaración 
original, Australia cambió su posición y la aprobó el 3 de abril de 
2009, Nueva Zelanda anunció su apoyo el 20 de abril de 2010, y 
Canadá la aprobó el 12 de Noviembre de 2010. Al anunciar formal-
mente su apoyo a la Declaración, los funcionarios gubernamentales 
de estas tres naciones subrayaron el hecho de que no es jurídica-
mente vinculante, y que no será utilizada para impugnar la integri-
dad del Estado o de los marcos jurídicos existentes. 
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	 Por el contrario, estos países hacen hincapié que la De-
claración contiene principios a los cuales se aspira (Government of 
New Zealand 2010, Indian and Northern Affairs Canada 2010, Key 
2010, Macklin MP 2009, Sharples 2010). Aunque los Estados Uni-
dos acordó a comienzos del 2010 revisarla formalmente (United Na-
tions Department of Public Information 2010), a finales de noviembre 
del 2010, es el único país que no ha firmado la Declaración. De gran 
relevancia para los derechos a los recursos de los pueblos indígenas  
en términos de poder jurídico son la Declaración Americana de los 
Derechos y de Deberes del hombre y la Convención Americana de 
los Derechos Humanos, ambos de la Comisión Inter-Americana de 
los Derechos Humanos de la Organización de Estados Americanos 
y la Convención 169 de la Organización Internacional del Trabajo 
(Inter-American Commission on Human Rights [IACHR] 2010, Inter-
national Labor Organisation [ILO] 1989, Organization of American 
States 1948, Organization of American States 1969).   Los pueblos 
indígenas en las Américas han perseguido los derechos territoriales 
en virtud de estos convenios desde hace muchos años, con re-
sultados variables (Anaya 2004, Herlihy y Knapp 2003, Macdonald 
2001, Offen 2009, Stocks 2005). 
	 Terminología y lenguaje están siendo debatidos en el con-
texto del derecho internacional y las convenciones. El término 
“pueblos indígenas”  no es definido intencionalmente en los docu-
mentos de la Organización de las Naciones Unidas (ONU) y otras 
organizaciones internacionales, con el fin de mantener la suficiente 
flexibilidad para proteger los derechos humanos de las personas 
(Lutz 2007). Sin embargo, en la práctica común los “pueblos indí-
genas” son comunidades que han vivido en un lugar antes de la lle-
gada de los colonizadores u otros inmigrantes. Este es un concepto 
que “se basa en los elementos temporales, culturales, raciales y ter-
ritoriales” (Anaya 2004, Manus 2005: 1; también ver Vuotto 2004).
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	 Las demandas legales por los derechos indígenas en el 
derecho internacional a menudo se basan en afirmaciones de los 
pueblos indígenas sobre la existencia de una conexión especial 
con sus tierras. Debido a que los pueblos indígenas se definen, en 
parte, por los lazos ancestrales que tienen con sus tierras, así como 
la dependencia que se va dando con sus territorios y los recur-
sos naturales necesarios para su sobrevivencia, su relación con el 
entorno natural es fundamental para hacer valer las reclamaciones 
territoriales de los pueblos indígenas, y para definir (y negar) sus 
derechos. El establecimiento de la ocupación milenaria es un paso 
crítico en la afirmación de la reivindicación de las tierras indígenas 
(Inter-American Court of Human Rights 2000, Manus 2005, Vuotto 
2004). Por ejemplo, ¨El Proyecto de 1997 de la Declaración Ameri-
cana  de los Derechos de los Pueblos Indígenas de la Comisión 
Interamericana de los Derechos Humanos garantiza los derechos 
de los pueblos indígenas a los recursos que tenían antes de la colo-
nización (Stocks 2005).  Las relaciones de los pueblos indígenas 
con el entorno natural es visto como parte integral de la identidad 
cultural, valores y la vida misma de estos grupos (Inter-American 
Court of Human Rights 2000, Manus 2005, Vuotto 2004). La afir-
mación de este tipo de relaciones en el derecho internacional, sin 
embargo, plantea la preocupación de que las formas de vida indíge-
nas vienen a ser medidas por estándares de eficiencia que no son 
indígenas tales como rentabilidad, explotación y producción (Arvelo 
Jiménez 1993, Manus 2005). El resultado puede ser la reducción de 
las complejas y holísticas relaciones indígenas con los recursos na-
turales en un sistema cuantificable de uso de la tierra, en definitiva 
negando los significados no occidentales y sentidos espirituales de 
la tierra necesarios para la supervivencia cultural.
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Derecho a la libre autodeterminación 
	
	 El derecho a la libre autodeterminación siempre ha sido y 
continúa siendo el centro de los reclamos de los pueblos indígenas 
por sus derechos. En términos generales, la idea de la autodeter-
minación se ¨basa en la idea de que todos tenemos igual derecho a 
controlar nuestro propio destino¨(Anaya 2004: 98). Históricamente, 
sin embargo, la autodeterminación está vinculada con la domi-
nación de la soberanía territorial. Por lo tanto, cuando un grupo 
demanda autonomía o territorio dentro y fuera de las fronteras de 
un estado-nación, esta desafía la formación del estado-nación y la 
soberanía que dicha formación promulga y protege. Este desafío a 
la soberanía del Estado ganó terreno legal en el 2001 con la senten-
cia del caso Awas Tingni v. Nicaragua en la Corte Interamericana de 
los Derechos Humanos. Antes de eso, los tribunales internaciona-
les habían defendido la soberanía del Estado postcolonial sobre los 
derechos indígenas a las tierras tradicionalmente ocupadas (Stocks 
2005). Pero en este caso, la comunidad de Awas Tingni inició sus 
quejas formales sobre una concesión forestal en sus tierras tradicio-
nales en 1995, argumentado que dicha concesión violó el derecho 
a su uso habitual, el tribunal apoyó el reclamo y sentenció afirmati-
vamente en 2001 (Stocks 2005).
	 Una de las más importantes discusiones actuales relacio-
nadas con la soberanía territorial gira en torno, por un lado, a la 
tensión entre ¨las tradicionales¨ perspectivas geopolíticas y adminis-
trativas sobre el territorio y las fronteras como cuantificables objetos 
¨naturales¨ delimitados; y por otro lado, las perspectivas críticas so-
bre el territorio y sus limites como flexibles, cambiantes, construc-
ciones sociales orgánicas y de producción cultural. Esta última, es 
especialmente importante para lograr una mayor comprensión de 
la visión que tienen los pueblos indígenas sobre ¨los territorios¨ y los 
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límites. Campos Muñoz analiza en su revisión de la política indígena, 
las prácticas de la tenencia de la tierra y las leyes en Brasil, Méjico y 
Chile, cómo la cultura puede ser conceptualizada como un territo-
rio y viceversa (Campos 2006). El enfoque en las fronteras flexibles 
incluye los intentos de imaginar oportunidades para la resistencia a 
las formaciones estáticas a través de las cuales los derechos indí-
genas son a menudo negados. Sin embargo, esta literatura crítica 
también incluye perspectivas pesimistas sobre las posibilidades de 
reconfigurar los espacios de resistencia (Fundación Gaia y Centro 
de Estudios de la Realidad Colombiana (CEREC) 1992, Fundación 
Gaia y Centro de Estudios de la Realidad Colombiana (CEREC) 
1993, Universidad Academia de Humanismo Cristiano y Programa 
de Investigaciones e Intervenciones Territoriales (P.I.I.T. 2006).
	 La misma noción de ̈ territorio¨ también es debatida: algunos 
autores sostienen que existen múltiples territorios que son cruciales 
para los derechos indígenas, incluyendo los territorios culturales, 
raciales, políticos y económicos (Manus 2005). También hay discu-
siones sobre la desterritorialización, causada por la globalización  y 
lo que se supone es la disminución del poder del Estado-nación, y 
la re-territorialización, con las nuevas formas del poder global y las 
preocupaciones sobre el cambio climático (también ver Lövbrand 
and Stripple 2006).
	 También relacionados con la tensión entre la autodetermi-
nación y la soberanía del Estado están los movimientos de refor-
ma agraria y desarrollo rural, que a menudo han sido instituidos a 
través de diversas formas de presión sobre el Estado-nación de las 
agencias internacionales de desarrollo, instituciones multilaterales y  
gobiernos occidentales, incluyendo los Estados Unidos. Los pueb-
los indígenas y sus luchas por los derechos sociales, económicos, 
políticos y humanos han sido, por lo tanto, intrínsecamente inter-
venidos y afectados por las reformas agrarias y por las iniciativas 
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de desarrollo desde que estas comenzaron a ser instituidas en toda 
América Latina en la década de 1970 (Hurtado Paz y Paz 2008) y 
que continuan en otras formas en la actualidad. 
	 Una gran cantidad de estudiosos argumentan a favor de 
la propiedad comunal, en lugar de los derechos territoriales, con 
la idea de que esta garantiza la gestión sostenible de los recursos 
naturales (Stocks 2005) a través de ¨los derechos al uso habitual.¨ 
El uso tradicional de la tierra a menudo implica actividades y prácti-
cas no reconocidas por los pueblos no indígenas o estructuras del 
Estado. Los autores que apoyan los derechos al uso tradicional de 
la tierra como una base del derecho a la propiedad comunal abo-
gan por los derechos colectivos al uso tradicional en contraposición 
a los derechos individuales a la propiedad (Stocks 2005, Unruh 
2006, Vuotto 2004), y sugieren que tales derechos tradicionales 
sean comprobados a través de documentación y pruebas. Unruh 
(2006) señala que las personas alteran el paisaje natural a través 
de prácticas culturales, y por lo tanto las características físicas del 
paisaje son la evidencia material que puede ser utilizada para probar 
la relación tradicional de una comunidad con el uso de la tierra. Tal 
evidencia es importante para establecer los derechos del uso tradi-
cional que pueden ser reconocidos legalmente, y es menos debat-
ible que otras pruebas inmateriales, como la identidad o la religión 
(Unruh 2006).  A su vez estas pruebas a menudo se obtienen a 
través de diversas formas de mapeo participativo, que ha tenido 
resultados mixtos en términos de la obtención de los derechos de 
uso tradicional indígena.
	 Offen (2003b) apoda al período comprendido entre los 
años 1990 y la década de 2000 como “La vuelta Territorial” en 
América Latina. Bajo la presión de los movimientos sociales y con el 
apoyo de fondos del Banco Mundial, los gobiernos promovieron los 
programas de demarcación y titularización de las tierras colectivas 
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durante ese tiempo. Sin embargo, la legalización de los territorios 
indígenas no ha sido consistente en toda América Latina. Esta ha 
tomado formas diferentes en lugares diferentes. En México, mu-
chas comunidades indígenas han sostenido durante mucho tiempo 
los derechos colectivos a la tierra, los territorios bajo el sistema de 
ejidos, pero esto está cambiando tras la privatización de las tierras 
ejidas (Herlihy et al. 2008, Stocks 2005). En algunos países, ciertos 
territorios son legalizados, mientras que en otros no lo son (Campos 
2006, Stocks 2005). En Colombia, las comunidades de negros a lo 
largo de la costa del Pacífico recibieron títulos de propiedad colec-
tiva, mientras que en Brasil, Ecuador y Bolivia, los territorios indíge-
nas fueron reconocidos oficialmente (Smith 1995). En otros, como 
Venezuela (Arvelo Jiménez 1993), Perú (Stocks 2005), y Guatemala, 
los títulos y/o derechos han sido concedidos  y luego revocados o 
tomados de manera fraudulenta.
	 Los detalles específicos de las leyes nacionales de uso 
del suelo, tales como la selvicultura y las políticas agrícolas, son 
importantes para determinar el marco y la viabilidad legal del uso 
tradicional de la tierra y los derechos de la comunidad. Las leyes 
de uso del suelo pueden limitar los tipos de uso de la tierra que son 
reconocidos como válidos a los fines de hacer valer los reclamos de 
propiedad. Por ejemplo, actividades tales como la utilización de los 
jardines boscosos administrados podrían no ser reconocidos como 
uso agrícola. Herlihy (1993) reportó que el gobierno de Honduras 
fue presionado para cambiar su política forestal para favorecer los 
derechos indígenas y  la conservación sobre la extracción de madera 
rentable. Las políticas agrícolas y forestales también pueden dictar 
en qué tipo de uso de la tierra un grupo indígena u otro terrateniente 
puede o no involucrarse. Los bosques, por ejemplo, pueden caer 
bajo la jurisdicción o la gestión de las autoridades municipales en 
lugar de propietarios de la comunidad (ver Wittmann y Caron 2009, 
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por ejemplo). En otros lugares, se espera que los grupos indígenas 
sean los  “guardianes”  conservacionistas del medioambiente y de 
los bosques.

Limitaciones de la titularización formal (legal) de las tierras comu-
nales y el territorio

	 Los enfoques jurídicos de la protección de los derechos in-
dígenas, el uso común y los derechos territoriales son importantes, 
pero también tienen sus debilidades. Estos enfoques se basan en 
las concepciones occidentales de los derechos de propiedad de 
valores individuales y la propiedad, así como también en las con-
cepciones occidentales de las relaciones entre el humano y el me-
dioambiente. Actores no indígenas como el Estado-nación ven a la 
propiedad como un instrumento para el beneficio individual, mien-
tras que los actores indígenas, a menudo lo ven como un medio 
para la subsistencia del grupo. Un cuerpo principal de la literatura 
se ocupa de este tema, de la compatibilidad de las perspectivas 
indígenas sobre la propiedad con las incluidas en la ley. Los autores 
también examinan las limitaciones de los derechos indígenas a la 
tierra comunal que plantean los Estados a través de las reclamacio-
nes de los derechos del subsuelo, y reflexionan en qué medida los 
títulos legales aumentan las habilidades de los pueblos indígenas 
para alcanzar una vida sostenible y para proteger sus derechos a 
los recursos contra las amenazas futuras.
	 Los conceptos de territorio y la propiedad tienen significa-
dos distintos para las entidades indígenas y no indígenas (Hirt 2006, 
Hurtado and Sánchez 1992, Stocks 2005). Assies sostiene que el 
territorio puede ser considerado un objeto  económico o una forma 
de refugio y sustento (desde el punto de vista de los derechos hu-
manos), y estos diferentes conceptos de territorio, tienen implica-

90



ciones para el desarrollo, la legalización de la tenencia de la tierra 
y el reconocimiento de puntos de vista alternativos de propiedad y  
gestión (Assies 2009).
	 El título legal sobre el territorio delimitado a menudo incluye 
los derechos a la tierra solamente y no necesariamente garantiza le-
gamente el derecho de utilizar, defender o vender el agua, la made-
ra, el suelo, materiales del subsuelo (minerales, petróleo o gas), car-
bón u otros servicios ambientales. Normalmente, los recursos no 
renovables y del subsuelo son propiedad del Estado (Aylwin 2006, 
Hurtado and Sánchez 1992), mientras que los recursos renovables 
pueden ser poseídos bajo ciertas limitaciones por el dueño de la 
propiedad, y el agua es un bien público  (Hurtado and Sánchez 
1992: 22). Stocks opinó que estos derechos a los recursos se en-
cuentran entre los más difíciles de implementar y defender (2005: 
89). El dictamen jurídico emitido en 2009 en nombre del pueblo 
Suruí de Brasil es importante en este sentido. La firma de abogados 
Baker & McKenzie opinó que bajo la ley brasileña, los títulos de 
propiedad que el pueblo Suruí tiene también les otorga el derecho 
al carbono existente en los suelos y a los árboles en esas tierras, 
y que pueden sembrar y vender esas reservas de carbono (Baker 
& McKenzie 2009, Zwick 2009). Del mismo modo, en el caso de la 
Comunidad Awas Tingni, el Estatuto de Autonomía de la Región de 
la Costa Atlántica de Nicaragua plantea que “la propiedad comunal 
de las comunidades indígenas se compone de las tierras, aguas 
y bosques que tradicionalmente han pertenecido a ellos” (Vuotto 
2004: 229).
	 Los derechos territoriales por sí solos no garantizan los 
medios para alcanzar una vida sostenible o la subsistencia den-
tro de un territorio. En otras palabras, la demarcación de la tierra 
y el territorio por si misma no garantiza la supervivencia social o 
económica de una comunidad. En función de una serie de factores 
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socioeconómicos y políticos, las comunidades indígenas podrían o 
no tener las habilidades u otras capacidades o recursos necesarios 
para administrar un territorio de forma suficientemente productiva 
para su subsistencia o beneficio (Assies 2009, Campos 2006, Col-
man 2007).
	 Además, los derechos territoriales no garantizan la capaci-
dad política o económica de los pueblos indígenas para defender 
su territorio o sus recursos. La demarcación no ofrece ni garan-
tiza la capacidad práctica del día a día para proteger o defender 
el territorio, y de hecho puede hacer más difíciles la resistencia y 
la supervivencia. Por ejemplo, las tribus indígenas pueden tener o 
no la capacidad para controlar o defenderse de los madereros ile-
gales, cazadores, exploradores o colonos, o de los daños o el terror 
causado por los intereses corporativos o de organizaciones crimi-
nales (Zwick 2009). La demarcación también hace a los pueblos  
indígenas visibles, lo cual favorece al aumento de la persecución de 
la cual ellos son presa (Campos 2006).

II.  Cambio climático mundial y su importancia para los 
derechos de los pueblos indígenas a la tierra y los recursos

	 La preocupación por el cambio climático global ha aumen-
tado gracias al movimiento ambientalista, y en los últimos años se 
ha incrementado con la creciente evidencia de la gravedad de los 
efectos del cambio climático sobre las vidas humanas. Los esfuer-
zos para lidiar con el cambio climático conectan al medio ambien-
talismo con el desarrollo económico y la política de la producción 
industrial /empresarial, y los pueblos indígenas son el nexo entre los 
dos. Las discusiones sobre el cambio climático y la deuda ecológi-
ca ameritan atención ya que ellas se extienden y superponen a los 
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debates históricos sobre la reforma agraria y el desarrollo, luego a 
la transición hacia el desarrollo sostenible, y nos llevan al punto de 
partida donde las tensiones por los derechos de los pueblos indíge-
nas retoman las desigualdades estructurales entre el Norte y el Sur  
que aún se mantienen. Además, el Mecanismo de Desarrollo Limpio 
y los mecanismos de mitigación del cambio climático destacan las 
contradicciones de las políticas neoliberales y al mismo tiempo of-
recen rutas posibles para la resistencia.
	 El movimiento ecologista, como es típicamente pensado, 
puede trazar su origen en la publicación del libro de Rachel Carson, 
Primavera Silenciosa, en el año 1962. Este libro ayudó a fomentar la 
conciencia ecológica de la interconexión y dependencia, así como 
la importancia de la biodiversidad. En los años 1970 y 1980 el mov-
imiento comenzó a tomar fuerza política, llamando la atención so-
bre las amenazas globales de la deforestación y la acumulación de 
gases de efecto invernadero. Éste también fue el momento cuando 
el concepto de sostenibilidad ganó fuerza.
	 Las estrategias y movimientos para proteger a los pueblos 
indígenas han estado íntimamente ligados al movimiento ecologista 
(Arvelo Jiménez 1993). Las organizaciones no gubernamentales de 
apoyo a los indígenas, los afro-descendientes, y las causas medio 
ambientales proliferaron durante la década de 1990, y hubo un au-
mento en el número de “áreas protegidas” en América Latina (Sund-
berg 2006). Los autores, sin embargo, muestran preocupación por 
la vinculación de la protección del medio ambiente y los derechos 
indígenas, en el sentido de que esta construcción del “indio ecológi-
co” como un guardián natural del desierto reduce a los pueblos 
indígenas y limita la gama de sus opciones. Los autores también 
preguntan ¿cual tiene prioridad entre la cuestión de la “conserva-
ción de la naturaleza y / o conservación de la gente?” (Chapin 2004, 
WorldWatch 2005). La conservación de uno no significa necesari-
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amente la protección de los otros (Anaya and Crider 1996, Anaya 
and Macdonald 1995, Arvelo Jiménez 1993, Herlihy 1993, Kaimow-
itz and Sheil 2007). Por ejemplo, los planes de gestión de “el área 
protegida” pueden requerir que los residentes cambien su uso de 
la tierra y sus prácticas de subsistencia (García-Frapolli et al. 2009, 
Sundberg 2006).En muchos casos, el conflicto ha surgido entre los 
conservacionistas de la biodiversidad y las comunidades indígenas 
y sus aliados (Chan et al. 2007, Chapin 2004, Dowie 2005, 2009, 
García-Frapolli et al. 2009, Sundberg 2003, 2004, WorldWatch 
2005). En otros casos, comunidades enteras han sido desplazadas 
de sus tierras por el establecimiento de reservas naturales (Dowie 
2005, 2009).
	 ‘Desarrollo sostenible’ se ha convertido en un concepto in-
ternacionalmente aceptado, abriendo un espacio para la presión 
de las instituciones multilaterales y los movimientos sociales para 
cambiar las políticas estatales de desarrollo en formas que podrían 
tener impactos positivos en materia de derechos indígenas (Arvelo 
Jiménez 1993). Mientras que los estados utilizaron este concepto 
para presionar la cancelación de su deuda, el Banco Mundial co-
menzó en 1981 a exigir a los gobiernos cumplimiento con los requi-
sitos del desarrollo sostenible para poder recibir préstamos (Arvelo 
Jiménez 1993: 19). Siguiendo esta tónica, en 2005, Sheila Watt-
Cloutier (Inuit) y sus colegas acudieron a la Comisión Interamericana 
de los Derechos Humanos reclamando que la contaminación am-
biental producida por los Estados Unidos estaba dañando el medio 
ambiente en el cual habitan los Inuit, y por lo tanto violando sus 
derechos humanos (Blue 2006). La Comisión finalmente accedió a 
una reunión de una hora con los peticionarios. Esta fue la primera 
vez que el demandante intentó reclamar un medio ambiente sano 
como un derecho humano (Cultural Survival 2007). A pesar de es-
tos avances, sin embargo, muchos autores y activistas indígenas 
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sostienen que el elemento “equidad” generalmente se pasa por alto 
favoreciendo a las otras dos de las “Tres E de la sostenibilidad” la 
economía y el medio ambiente, y que el potencial que tiene este 
concepto para proteger los derechos de los indígenas no se ha 
comprendido.
	 Uno de los principales objetivos del movimiento ecologis-
ta en las últimas dos décadas ha sido los bosques tropicales del 
mundo, ya que contienen una alta concentración de biodiversidad 
y ayudan a regular la atmósfera de la Tierra. Esto ha llevado a una 
serie de tratados de cambio climático y otros esfuerzos internacio-
nales. 
	 Existen muchos intereses en juego respecto a los mecanis-
mos del cambio climático. Muchos gobiernos y organizaciones 
internacionales han impulsado la reducción o detención de la de-
forestación a través de la reforestación, la conservación y los me-
canismos de mitigación del cambio climático. Los países más ricos 
y los intereses corporativos (que también tienden a ser los mayores 
contaminadores y consumidores de combustibles fósiles) son re-
sistentes a cualquier medida que afecte la extracción, producción y 
consumo con el  finalidad de mitigar la contaminación ambiental y la 
destrucción.
	 En su lugar, los mecanismos son desarrollados para que 
los estados y las corporaciones puedan “equilibrar” su destrucción 
causada “salvando” tierra y recursos en otra parte. Los estados 
ven la posibilidad de mantener el crecimiento económico a través 
de estas estrategias de “desarrollo alternativo”, las cuales podrían 
al mismo tiempo promover la protección de la cultura indígena y la 
conservación del medio ambiente. Sin embargo, los tratados in-
ternacionales son débiles en la protección de los derechos sobre 
los recursos indígenas y los bosques. El Mecanismo de Desarrollo 
Limpio del Protocolo de Kyoto, por ejemplo, no incluye la protec-
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ción del bosque (Jagdeo 2009), y el Acuerdo de Copenhague no se 
refirió a los derechos indígenas (Goldtooth 2010).
	 El movimiento que apunta hacia los mecanismos de mitig-
ación del cambio climático global incluye los esfuerzos para colo-
carle valor económico a los recursos forestales con el fin de facilitar 
el comercio de créditos de carbono. El mecanismo más reciente 
y más importante que puede darle forma a los derechos de los 
indígenas a los recursos es REDD (Reducción de Emisiones por De-
forestación y Degradación Forestal), un tratado sucesor del Proto-
colo de Kyoto, que incluye medidas destinadas a utilizar incentivos 
de mercado de tipo financiero para reducir los niveles crecientes 
de gases de efecto invernadero debido a la deforestación y la de-
gradación de los bosques. Aunque el objetivo principal de REDD 
es la reducción de gases de efecto invernadero, sus defensores 
argumentan que este mecanismo puede promover la conservación 
de la biodiversidad y la mitigación de la pobreza mediante el uso de 
los fondos de los países desarrollados para reducir la deforestación 
en los países en vías de desarrollo. Aunque los pueblos indígenas 
pueden sacarle provecho a REDD y al comercio de servicios de los 
ecosistemas, aún existen una gran cantidad de obstáculos, incluy-
endo la capacidad de los pueblos indígenas para administrar sus 
tierras y sus intereses dentro de los complejos sistemas del com-
ercio de servicios de los ecosistemas, y los impactos en sus usos 
tradicionales y los conjuntos de derechos sobre tales regímenes de 
comercio.
	 Los pueblos indígenas pueden ganar dinero por la conser-
vación del medio ambiente natural (que supuestamente ya lo hacen 
como “indios ecológicos”), al participar en un proyecto REDD. Esto 
podría ser un medio de subsistencia para las comunidades indíge-
nas que están sufriendo económicamente. Los casos de estudio 
de los grupos indígenas que están tomando ventaja de este me-
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canismo incluyen el de Suruí en Brasil (USAID/Brazil 2009, Zwick 
2009)  y los maoríes de Nueva Zelanda (Funk and Kerr 2007). Los 
esquemas REDD también pueden proporcionar fondos para hacer 
que la conservación y reforestación del bosque sean económica-
mente viables y útiles para los ganaderos y otras comerciantes que 
se encargan de limpiar grandes cantidades de tierra (Phillips 2009), 
disminuyendo así la presión sobre las tierras indígenas. Del mismo 
modo los fondos REDD podrían hacer que la conservación de los 
bosques sea financieramente viable para los gobiernos pobres, sin 
necesidad de venderlos o talarlos. De nuevo proporcionándole una 
oportunidad a los pueblos indígenas para preservar sus derechos 
sobre los bosques (Jagdeo 2009).
	 Sin embargo, las coaliciones internacionales de los gru-
pos indígenas generalmente se oponen a los proyectos de REDD 
porque (1) ellos alegan que las Naciones Unidas han eliminado las 
disposiciones que protegen los derechos de los pueblos indígenas 
de los bosques y sus medios de vida dentro de estos, y que no 
han establecido un marco claro con mecanismos que los controle 
o supervise, (2) los grupos indígenas no están de acuerdo con un 
paradigma basado en la venta de permisos para contaminar, (3) el-
los ven REDD como una nueva forma de colonialismo a través del 
cual las empresas del Norte / Occidente y los gobiernos tendrán 
un mayor control de los bosques y la atmósfera, y (4) el miedo que 
REDD y el Mecanismo de Desarrollo Limpio llevarán  al acapara-
mientos de tierras, extendiendo la deforestación y la destrucción 
ambiental y la explotación (Environmental Rights Action / Friends of 
the Earth and Indigenous Environmental Network 2010, Goldtooth 
2010, Indigenous Environmental Network 2009?, Morales 2010). 
Haciéndose eco de estos sentimientos, Evo Morales, Presidente 
del Estado Plurinacional de Bolivia, emitió una carta de petición de 
los pueblos indígenas del mundo a rechazar REDD. Afirma que los 
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pueblos indígenas no pueden aceptar la mercantilización de los 
bosques (Morales 2010). Incluso la ONU reconoce que REDD pu-
ede no beneficiar, y por el contrario puede comprometer la sub-
sistencia de los pueblos indígenas de los bosques, y que si hay 
beneficios, estos pueden venir con costos sociales o económicos 
(United Nations et al. 2008).
	 Con poca o ninguna supervisión ni transparencia los me-
canismos han sido aprobados por REDD y los proyectos de Me-
canismo de Desarrollo Limpio. Los productores de las emisiones 
pueden asumir que sus proyectos beneficiarán a los que secuestran 
el carbono, por ejemplo, cuando este no puede ser el caso. Dichos 
proyectos pueden ser otra forma de reproducción de las desigual-
dades entre el Norte y el Sur, los patrones de paternalismo y explo-
tación, y pueden ser más accesibles para aquellos que ya poseen 
más recursos, por lo tanto produciendo una mayor marginación de 
los pobres (ver Wittmann and Caron 2009). Interpol ha advertido 
que, debido a la falta de mecanismos de supervisión y al hecho 
de que muchos bosques se encuentran en países donde la cor-
rupción es un problema, REDD está en alto riesgo de ser utilizada 
por el crimen organizado para cometer fraudes incluyendo soborno, 
intimidación, amenazas, y, potencialmente violencia (Vidal 2010). 
Wandojo Siswanto, un líder en las negociaciones de REDD + de 
Indonesia, fue arrestado en octubre de 2010 por cargos de corrup-
ción por aceptar sobornos y comisiones ilegales (Butler 2010a).
	 El secuestro del carbono u otros servicios de los ecosiste-
mas de los proyectos pueden ser utilizados como un requisito tanto 
para la reducción de la pobreza o el desarrollo de las instituciones 
multilaterales, como para el desarrollo agrario sostenible, reproduci-
endo las desigualdades y promoviendo las luchas de poder. Con el 
fin de sacarle provecho al  comercio del carbono, el vendedor debe 
medir el secuestro del carbono, la energía eólica,s otros potenciales  
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servicios de los ecosistemas, y ser capaz de gestionar los recursos 
negociados en forma particular. Los modelos de medición todavía 
están siendo probados, y no está claro si se puede dar cuenta de 
la complejidad de los proyectos de gestión forestal. Las técnicas 
de gestión requeridas pueden ser extranjeras, no tradicionales y no 
las preferidas por los pueblos indígenas, y por lo tanto requieren 
de entrenamiento y adaptación. Aunque la capacitación puede ser 
llevada a cabo por organizaciones no gubernamentales (ONG) u 
otros grupos, ésta puede efectivamente llevar a que grupos exter-
nos asuman un mayor control de las tierras indígenas (Trexler, Fa-
eth, and Kramer 1989, Wittman and Caron 2009).
	 Los términos de los acuerdos comerciales de los servicios 
de los ecosistemas son a menudo establecidos por las poderosas 
compañías eléctricas y otras empresas nacionales o multinaciona-
les, que normalmente se encuentra en el Norte global. Esto significa 
menos control sobre las relaciones comerciales de las comunidades 
indígenas, que con más frecuencia se encuentran en el Sur global. 
“Desarrollo Limpio” y el discurso dominante de la sostenibilidad a 
menudo conduce a un énfasis en el desarrollo económico y protec-
ción del medio ambiente, en lugar de la mejora de las condiciones 
de vida de los pobres y los marginados, (Ver Wittmann and Caron 
2009, también el trabajo de los grupos de conservación, como son 
el Conservación de la Naturaleza).

III. Mapeo participativo y su importancia para los derechos de los 
pueblos indigenas a la tierra y los recursos

	 El mapeo participativo tiene el potencial para representar 
de forma más democrática las concepciones y relaciones de los 
pueblos indígenas (ambas materiales y simbólicas) con los paisajes, 
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así como sus intereses materiales y económicos, y por lo tanto es 
un método útil para demostrar el uso de los derechos a la tierra 
y los recursos, y para los proyectos de planificación (o resisten-
cia) de desarrollo y conservación (Herlihy and Knapp 2003, Slet-
to 2009b). Mientras que las críticas que se han hecho apuntan a 
que los procesos de contra mapeo y sus resultados pueden re-
producir divisiones binarias y otras desigualdades y vicios  (Herlihy 
and Knapp 2003, Sieber 2006), la cartografía participativa se puede 
utilizar para proporcionar evidencia de la relación material de una 
comunidad con su entorno, lo cual Unruh (2006) sugiere que es 
crucial en la traducción de los derechos tradicionales de uso en 
derechos de propiedad legal. La literatura académica sobre cómo 
el mapeo participativo está siendo utilizado con las comunidades 
indígenas como parte de la mitigación del cambio climático o los 
proyectos de servicios de los ecosistemas de los bosques (REDD) 
es escasa, aunque hay un debate en la prensa sobre los desafíos 
y las posibilidades de vinculación de la cartografía participativa con 
los mecanismos del cambio climático (Butler 2006, Butler 2010c). 
La revisión de la literatura más adelante, por lo tanto, se centra en 
cuestiones clave en torno a la cartografía participativa como una 
herramienta para la protección de los recursos y derechos a la tierra 
para los pueblos indígenas.

Los potenciales de la cartografía participativa para “probar” usos 
sostenibles de la tierra 

	 El mapeo participativo puede servir para “demostrar” que 
los indígenas tienen una relación especial y significativa con su en-
torno natural. Se puede demostrar que los pueblos indígenas, a 
través de las estrategias establecidas durante un largo tiempo, han 
desarrollado un conocimiento especializado de la flora y la fauna, 
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del uso adecuado y sostenible de los recursos naturales, las al-
teraciones sensatas y limitadas de los paisajes y de los eficaces  
sistemas sostenibles de producción y consumo (Smith 2003, Unruh 
2006, Vargas Sarmiento 1999a, Vargas Sarmiento 1999b, Vuotto 
2004). Mediante el uso de estrategias de mapeo participativo, los 
grupos indígenas y sus partidarios pueden también documentar los 
patrones históricos y espaciales de los usos del suelo para dem-
ostrar que una comunidad ha llevado a cabo estrategias sostenibles 
de gestión de recursos. En este sentido, la cartografía participativa 
es utilizada por muchos para diseñar planes de manejo de la tierra y 
de sus recursos, ya sea (1) para apoyar a una población en el mane-
jo de sus recursos naturales y el desarrollo de su propia empresa 
cultural o económico (Jardinet and Paizano P. 2004, Smith 1995, 
Smith 2000), o (2) para facilitarles  a las comunidades la gestión de 
los recursos dentro de un área de conservación o de reserva (Her-
lihy 2001, Stocks 2003), o un proyecto de administración de selvi-
cultura (Armijo Canto and Llorens Cruset 2004, Bray, Merino-Pérez, 
and Barry 2005, Wiersum 1997). En el caso anterior, los pueblos 
indígenas pueden tener derechos de uso limitado de algunos o de 
todos los recursos naturales (Colchester 2004). Aún más, la partici-
pación puede ser fundamental en el establecimiento de las tierras 
legalmente reconocidas y los derechos sobre los recursos (Stocks 
2005, Unruh 2006). Los autores que defienden este argumento a 
veces están menos preocupados por las consecuencias culturales 
del proceso de asignación, por el contrario lo ven como una estrate-
gia adecuada, fundamental para proteger los derechos indígenas:
	 Mac Chapin: Chapin es un antropólogo que antiguamente 
fue co-director del Proyecto Centroamericano de Supervivencia 
Cultural. En la actualidad dirige el Centro para las Tierras Nativas. 
A principios de 1990 Chapin dirigió dos de los primeros proyectos 
de cartografía participativa en América Central (Honduras y Pan-
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amá). Ha sido crítico de los conservacionistas por la violación de los 
derechos de los pueblos indígenas y las posibles consecuencias 
para las poblaciones vulnerables (Brown, Chapin, and Brack 2006, 
Chapin 1992, 1998a, 1998b, 2004, Chapin, Herrera, and Gonza-
lez 1995, Chapin, Lamb, and Threlkeld 2005, Chapin and Threlkeld 
2001).
	 Peter H. Herlihy: Herlihy es profesor asociado en el De-
partamento de Geografía de la Universidad de Kansas. Estuvo 
involucrado en los primeros proyectos de mapeo participativo en 
América Central, donde trabajó con Chapin, y ha estado llevando a 
cabo proyectos similares desde entonces. Actualmente se encuen-
tra bajo inspección por dirigir las Expediciones Bowman (parte del 
proyecto de México Indígena), que son financiados por la Sociedad 
Geográfica Americana y los EE.UU. Departamento de Defensa para 
mapear tierras indígenas en México. Anteriormente, Herlihy ha es-
crito acerca de la cartografía como una herramienta para la defensa 
de los derechos de los pueblos indígenas (en particular los vincu-
lados con la conservación de la naturaleza), pero recientemente ha 
restado importancia a las posibles consecuencias para los pueblos 
indígenas (Herlihy 1986, 1993, 1997, 2001, 2002, 2003, Herlihy and 
Aberley 1994, Herlihy et al. 2008, Herlihy and Knapp 2003, Her-
lihy and Leake 1991, Herlihy and Leake 1997a, Herlihy and Leake 
1997b, Herlihy et al. 2007).
	 Anthony Stocks: Stocks es un antropólogo, ex co-director 
con Chapin del Proyecto Centroamericano de Supervivencia Cul-
tural, y actualmente es profesor emérito de la Universidad Estatal de 
Idaho. Más recientemente en Nicaragua,  él ayuda a los grupos indí-
genas con el mapeo de sus tierras y recursos forestales, adoptando 
un enfoque pragmático en relación al potencial de la cartografía 
como una herramienta para el derecho a la tierra ((Stocks 1984, 
1990, 1999, 2003, 2005, Stocks, McMahan, and Taber 2007, 
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Stocks, Staver, and Simeone 1994).    

Los potenciales de la cartografía participativa en el estableci-
miento y la protección de los “límites” territoriales y las restric-
ciones en el uso de los recursos

	 El mapeo participativo se puede utilizar para determinar 
y justificar las restricciones de los  usos habituales de la tierra in-
dígena y los territorios tradicionales indígenas, proporcionando un 
proceso participativo para la demarcación de los usos de los recur-
sos y de las fronteras tradicionales en la actualidad  y en el pasado. 
Esto puede facilitar los procesos de titulación legal de los reclamos 
de la comunidad y  de sus territorios (Chapin, Lamb, and Threlkeld 
2005, Chapin and Threlkeld 2001, Conn and Arvelo-Jimenez 1995, 
Gordon, Gurdian, and Hale 2003, Herlihy 1993, 2002, Herlihy and 
Leake 1997b, Inter-American Court of Human Rights 2000, Smith 
et al. 2003, Stocks 2005, Wainwright and Bryan 2009b). Además, 
la cartografía participativa puede ser incorporada dentro de los pro-
gramas de vigilancia continua que buscan demostrar los abusos de 
los recursos y defender a estos grupos ante cualquier  intromisión 
(Bitencourt, Mistry, and Berardi 2005). Algunos grupos indígenas 
están usando mapas para vigilar y defender las tierras contra la 
deforestación, la extracción ilegal de madera, la exploración y la 
colonización (Clendenning 2007, Lean 2008). Por el contrario, sin 
embargo, la cartografía y tecnologías de sensores remotos también 
son utilizadas por los estados y las organizaciones multilaterales 
para monitorear  la deforestación como una forma de vigilancia del 
uso del medio ambiente por parte de las comunidades.
	 Un ejemplo destacado de cómo la cartografía participativa 
ha sido utilizada para justificar las restricciones de los usos habitu-
ales de la tierra y los territorios tradicionales indígenas es el caso de 

103



Awas Tingni v. Nicaragua. Este caso se convirtió en un precedente 
legal cuando la Corte Interamericana de Derechos Humanos dic-
taminó en agosto de 2001, que el Estado de Nicaragua había vio-
lado los derechos tradicionales de propiedad de la comunidad de 
Awas Tingni. Esta fue la primera vez que un tribunal internacional 
falló en contra de un Estado a favor de los derechos de las comu-
nidades indígenas. La denuncia original interpuesta por  la comuni-
dad en la década de 1990 señalaba que el Gobierno Nacional de 
Nicaragua había otorgado una concesión forestal en tierras tradi-
cionalmente utilizadas por Awas Tingni. El mapeo participativo, así 
como otros estudios etnográficos fueron utilizados para establecer 
que la comunidad de Awas Tingni ha mantenido una relación y un 
uso de las tierras desde hacía mucho tiempo  (Anaya and Macdon-
ald 1995, Macdonald 1996). El caso fue ganado en última instan-
cia, sobre la base de esta evidencia, así como por los tecnicismos 
legales procesales y la perseverancia de los demandantes duran-
te el lento proceso legal burocrático. En su sentencia de 2001, la 
Corte ordenó a Nicaragua demarcar legalmente el territorio de Awas 
Tingni de inmediato y no más tarde del final de 2002 (Indigenous 
Peoples Law and Policy Program 2008). Sin embargo, ese plazo 
pasó y la Comunidad Awas Tingni tuvo que ir de nuevo a la corte 
(Vuotto 2002). En 2003, Nicaragua finalmente aprobó una ley de de-
marcación y en 2004 con el auspicio del Banco Mundial se inició el 
proceso de demarcación y titulación para Awas Tingni (Anaya 2009, 
UN News Service 2008). El 14 de diciembre de 2008, el Gobierno 
de Nicaragua presentó a la comunidad de Awas Tingni el título legal 
de 74.000 hectáreas de sus tierras forestales tradicionales (Anaya 
2009, UN News Service 2008). Los académicos-profesionales que 
escriben sobre estos temas incluyen los siguientes:
	 Karl Offen: Offen es profesor asociado de Geografía en la 
Universidad de Oklahoma. Él ha estado involucrado en el mapeo 
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participativo por más de una década, centrando su investigación 
sobre los derechos territoriales indígenas y afro-descendientes, su 
demarcación y uso de los recursos. Él escribe sobre como las políti-
cas de identidad y raza están relacionadas con el lugar (Offen 2009, 
Offen 2003a, Offen 2003b).
	 Richard Chase Smith: Smith es antropólogo, director ejecu-
tivo del Instituto del Buen Común, en Lima, Perú, y científico senior 
visitante en el Centro de Investigación Woods Hole en Massachu-
setts. Él utiliza la cartografía participativa para determinar las tierras 
y los patrones de uso de los recursos en los esfuerzos comunitarios 
para afirmar los derechos indígenas en la defensa de esos recursos, 
desarrollar e implementar planes de manejo sostenible y proyec-
tos económicos. A veces esto implica también la demarcación de 
la tierra y la proposición de reservas (Chirif, García H., and Smith 
1991, Pinedo et al. 2000, Smith 1977, Smith 1982, Smith 1995, 
Smith 2000, Smith et al. 2003, Smith and Pinedo 2002).   
	 Joel Wainwright: es profesor asistente en el Departamento 
de Geografía de la Universidad Estatal de Ohio. Él tiene una aproxi-
mación crítica a la cartografía participativa, basada en el argumento 
de que incluso los logros alcanzados en el caso Awas Tingni re-
fuerzan las relaciones sociales coloniales y fuerzan a los pueblos 
indígenas a hacer reclamaciones dentro el marco del Estado-nación 
(Wainwright and Bryan 2009b).

Los potenciales y las desventajas de la cartografía participativa 
para cuantificar los recursos y servicios de los ecosistemas

	 El mapeo participativo ha sido un método clave para lo-
calizar y cuantificar la biodiversidad, diseñar e implementar planes 
de conservación y manejo de áreas protegidas y territorios indíge-
nas (Herlihy and Knapp 2003). También se ha utilizado para edu-
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car, ampliar la comprensión y resolución de conflictos por la tierra 
y los recursos naturales. Ahora, con el aumento de  la demanda 
de proyectos de captura de carbono, la cartografía y aplicaciones 
de GIS están siendo utilizadas en otras formas. Los mecanismos 
de mitigación del cambio climático como REDD, esencialmente 
transforman los bosques, los árboles y los suelos, en las materias 
primas del mercado aún en desarrollo del carbón y de los servicios 
ecosistémicos. Para calificar para un proyecto de captura de car-
bono, las comunidades indígenas u otros propietarios de terrenos 
forestales deben cuantificar la cantidad de carbono almacenado en 
los árboles o los suelos que deseen comercializar como reservas 
de carbono. Los métodos para medir con precisión y eficiencia las 
reservas de carbono todavía están siendo investigados. 
	 En la actualidad, estas reservas se miden bien sea por el 
mapeo de las muestras de suelo o mediante el uso de imágenes 
aérea en 3D (Brown et al. 2005). Estos métodos son costosos en 
términos tecnológicos y en horas hombre de trabajo. Además, no 
toman en cuenta los factores que están más allá de la cantidad 
de carbono comercializable. Tal mercantilización y cuantificación 
pueden conducir al debilitamiento de los pueblos del bosque, ya 
que se basan en las concepciones occidentales de la ganancia y 
no toman en cuenta las epistemologías indígenas, los sistemas de 
significado y tradición. El beneficio de los pueblos indígenas del 
mapeo para localizar, medir y representar a las reservas de carbono 
con las tecnologías occidentales es que ellos pueden ser capaces 
de gestionar proyectos de conservación o los ecosistemas de los 
servicios a través de estos medios. Dos ejemplos en los que los 
grupos indígenas han tenido éxito en este sentido son los maoríes 
en Nueva Zelanda y los Suruí en Brasil ((Butler 2010b, Butler 2010c, 
Funk and Kerr 2007, Zwick 2009). Dos académicos que trabajan en 
la medición y la comercialización de las reservas de carbono son:
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	 Sandra Brown: Brown es un científico Senior de Winrock 
Internacional. En los casi 30 años estudiando los bosques, el uso 
de la tierra y la mitigación del cambio climático, ella ha dirigido nu-
merosos proyectos financiados por agencias gubernamentales, 
organizaciones multilaterales, y grandes grupos de conservación. 
Ella recibió un diploma Nobel por su trabajo en el Grupo Intergu-
bernamental de Expertos sobre el Cambio Climático, que fue galar-
donado con el Nobel de la Paz 2007 con Al Gore. Ella  investiga la 
medición, monitoreo y verificación de las reservas de carbono, así 
como los retos en la gestión y la práctica de los proyectos de cap-
tura de carbono (Brown et al. 2007, Brown et al. 2005, Brown et al. 
2002).
	 Suzi Kerr: El economista Suzi Kerr es Senior Asociado para 
el Centro de Investigación Económica y Política Pública Motu, un 
instituto de investigación sin fines de lucro con sede en Wellington, 
Nueva Zelanda. Su investigación se centra en el uso del suelo y el 
cambio climático en los trópicos y Nueva Zelanda, y en su relación 
con las cuestiones de comercio de emisiones. Su trabajo es teórico 
y principalmente orientado a las políticas (Funk and Kerr 2007).

La variedad de actores involucrados en el mapeo participativo

	 Una variedad de actores están involucrados en la carto-
grafía participativa, que incluyen no sólo los grupos indígenas y las 
federaciones, sino también los organismos regionales y estatales, 
organizaciones no gubernamentales internacionales y las institucio-
nes multilaterales. Las razones de su participación son muchas y 
diferentes, y sus potenciales para proporcionar apoyo significativo 
a las luchas indígenas por los derechos de los recursos y las tierras 
varían igualmente. Las instituciones multilaterales de crédito como 
el Banco Mundial y el Banco Interamericano de Desarrollo han pre

107



Mapeo participativa de zonificación entre la Nacionalidad Kichwa en 
Ecuador. Foto cortesía Alfredo Vitery. 

sionado y en cierto modo coaccionado a  los Estados-nación para 
cumplir con sus iniciativas de desarrollo. En múltiples oportuni-
dades, el Banco Mundial ha obligado a la demarcación de los terri-
torios indígenas como condición para la liberación de los fondos de 
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préstamos para proyectos de conservación o de desarrollo (Arvelo 
Jiménez 1993, Gordon, Gurdian, and Hale 2003, Stocks 2005).
	 Las ONGs con base en los Estados Unidos que están invo-
lucradas con la cartografía participativa incluyen el Equipo de Con-
servación del Amazonas, Conservación Internacional, Supervivencia 
Cultural,  Conservación de la Naturaleza, la Fundación Rainforest, 
Winrock International y el Fondo Mundial para la Vida Salvaje. Las 
ONGs  con sede en América Latina que utilizan la cartografía par-
ticipativa incluyen Fundación Gaia y el Projecto Nova Cartografía. 
Muchas de estas organizaciones han recibido críticas mixtas de los 
pueblos indígenas a los que han asistido en el mapeo de sus tier-
ras, en parte debido a diferentes niveles de apertura y completa 
participación obtenida en diferentes situaciones. Más controvertida 
ha sido la experiencia de México Indígena, un proyecto desarrollado 
por investigadores de la Universidad de Kansas con fondos de la 
Sociedad Americana de Geográfica y el Departamento de Defensa 
de los Estados Unidos (Grossman 2010, Herlihy et al. 2008, México 
Indígena 2010a, 2010b, Sedillo 2007, 2009, 2010, Wainwright and 
Bryan 2009a). Los investigadores involucrados en el mapeo partici-
pativo también han criticado muchas de las ONGs, en particular a 
las más poderosas (Conservación Internacional, Conservación de 
la Naturaleza, Fondo Mundial para la Vida Salvaje), junto con sus 
patrocinadores, por dar prioridad a la conservación de la flora, fauna 
y paisajes físicos por  encima del bienestar de las poblaciones hu-
manas locales. En un artículo muy conocido publicado  en 2004, 
Mac Chapin acusa a los grandes grupos de conservación de violar 
los derechos de los pueblos indígenas en los caminos que condu-
cen sus proyectos (Brown, Chapin, and Brack 2006, Chapin 2004, 
WorldWatch 2005). A continuación se presentan brevemente los  
perfiles de algunas de las organizaciones claves que trabajan en la 
cartografía participativa.
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	 Equipo de Conservación del Amazonas (ACT): La ACT fue 
fundada por el galardonado etnobotánico Dr. Mark Plotkin en 1995. 
Plotkin basa el enfoque de ACT en su creencia de que la protección 
de los pueblos indígenas y la conservación de las selvas tropicales 
se constituyen mutuamente. ACT ha ayudado a los pueblos indí-
genas a mapear millones de acres de tierra en Brasil, Colombia y 
Suriname.
	 Conservación Internacional (CI): CI tiene su sede en Arling-
ton, Virginia, y tiene oficinas en México, Guatemala, Costa Rica, 
y siete países de América del Sur, así como en Bélgica y en toda 
Asia y África. Desde su fundación en 1987, CI ha trabajado con 
las comunidades, los gobiernos y las empresas para implementar 
políticas de conservación y proyectos.
	 Supervivencia Cultural: Supervivencia Cultural tiene su 
sede en Cambridge, Massachusetts. El grupo trabaja con los pueb-
los indígenas para defender sus intereses culturales y territoriales. 
Chapin, Theodore Macdonald, y Ellen Lutz se desempeñan como 
ex directores de esta ONG. Ellos patrocinaron algunos de los prim-
eros proyectos de cartografía participativa que se llevaron a cabo en 
Centroamérica en la década de 1990. El primer director ejecutivo in-
dígena de Supervivencia Cultural, Suzanne Benally (Navajo y Santa 
Clara Tewa) fue nombrado el 16 de diciembre 2010.
	 Fundación Gaia: Esta fundación fue fundada en 1990 por 
Martín von Hildebrand para entregarles el manejo y la conserva-
ción de los territorios indígenas de nuevo en manos de los  propios 
pueblos indígenas. Su base se encuentra en Bogotá, y este grupo 
trabaja principalmente en los departamentos de Amazonas, Vaupés 
y Guainía. En los años 1970 y 1980, von Hildebrand vivió y trabajó 
con comunidades indígenas en sus diferentes luchas por la justi-
cia social y económica, incluyendo los esfuerzos para obtener los 
derechos a sus tierras. En 1986 fue nombrado Director de Asuntos 
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Indígenas del gobierno de Colombia, una posición que le permitió 
aprobar una ley que concede título sobre 50 millones de acres de 
tierras indígenas y que provee a las comunidades indígenas de 
escuelas. Desde 2007, Fundación Gaia ha estado trabajando en 
el desarrollo de estrategias regionales de adaptación al cambio 
climático (Butler 2010d, Fundación Gaia and Centro de Estudios de 
la Realidad Colombiana (CEREC) 1992, Fundación Gaia and Centro 
de Estudios de la Realidad Colombiana (CEREC) 1993).
	 Fundación Minga: La Fundación Minga ha venido traba-
jando durante más de diez años con las comunidades indígenas, 
afrodescendientes y campesinas en Colombia. Ellos utilizan la  car-
tografía participativa y otras metodologías de planificación partici-
pativa en la organización comunitaria y en proyectos de justicia so-
cial, enfocándose en el fortalecimiento de organizaciones locales, la 
gestión sostenible y la conservación de los recursos naturales.
	 Conservación de la Naturaleza: Esta organización cuyas si-
glas en ingles son TNC tiene mega-proyectos de conservación en 
todo el mundo. Muchos de estos se basan en un modelo de reserva 
biológica que, en principio, incluye a los pueblos indígenas como 
gestores de las reservas. Sin embargo, en la práctica ellos han reci-
bido muchas críticas por impulsar una agenda de conservación de 
la biodiversidad que viola los derechos de los pueblos indígenas.
	 Proyecto Nova Cartografía: Con sede en Brasil, el Proyecto 
Nueva Cartografía fue fundado y viene siendo coordinado por Al-
fredo Wagner. Este grupo emplea metodologías de cartografía par-
ticipativa para fortalecer a las comunidades marginadas, a medida 
que se enfrentan  a los diversos retos relacionados con la tierra, y el 
acceso y uso de recursos (Wagner Berno de Almeida 2006).
	 Fundación Rainforest (RF): Esta organización fue fundada 
por Sting y su esposa Trudie Styler en 1989, a petición directa de un 
líder Kayapó de Brasil. Ellos fueron una de las primeras ONGs que 
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pusieron en práctica  un enfoque “basado en los derechos” para 
apoyar las luchas por la demarcación, el aumento de los derechos, 
y la defensa  de las tierras y los recursos naturales de los pueblos 
indígenas.
	 Winrock International: Winrock International tiene oficinas 
en Little Rock y Arlington, y oficinas afiliadas en Gurgaon, India y 
Bruselas, Bélgica. Este grupo se dedica a trabajar con los pueb-
los desfavorecidos para mejorar su bienestar y promover el desar-
rollo sostenible y sus medios subsistencia económica. Ellos dirigen 
programas de energía limpia, de servicios de los ecosistemas, la 
selvicultura y la gestión de los recursos naturales, incluyendo un 
programa de compensación denominado Registro  Americano del 
Carbono. Su trabajo sobre los servicios de los ecosistemas se cen-
tra en los bosques, el uso del suelo, y la medición del carbono, para 
lo cual emplean técnicas de cartografía participativa. 
	 El Fondo Mundial para la Vida Salvaje (WWF): El WWF se 
fundó en 1961 para conservar la vida silvestre y los paisajes natu-
rales. Ellos son ahora una de las mayores organizaciones de con-
servación y tienen operaciones en todo el mundo. El WWF ayudó 
a financiar y coordinar el Proyecto Apoyo de Recursos para el De-
sarrollo Awas Tingni conducido por la Universidad de Iowa, que 
finalmente llevó al levantamiento de mapas, la demarcación y la 
titulación de las tierras de Awas Tingni. Esta organización ha sido 
acusada de propulsar una agenda a favor de la naturaleza que no  
da prioridad a los derechos de los pueblos locales. 

Los distintos papeles que desempeñan las nuevas tecnologías en 
la cartografía participativa

	 Quienes se dedican a la cartografía participativa están apr-
ovechando cada vez más las ventajas de las nuevas tecnologías 
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digitales y basadas en la Internet. Esto incluye el procesamiento 
de la información espacial con sistemas de información geográfica 
(GIS) y las tecnologías de sensores remotos como un medios para 
modelar y cuantificar los servicios de los ecosistemas y los sistemas 
de uso de la tierra de los indígenas, y la elaboración de sofistica-
dos, y algunas veces interactivos espacios basados en  la red, que 
integran una variedad de representaciones, incluyendo fotografía 
s, vídeos, textos y mapas (Bosak and Schroeder 2005, Cartwright 
1997, Dransch 2000). Estos proporcionan un medio de represent-
ación de la compleja relación entre las historias, las cosmologías y 
las prácticas cotidianas que caracterizan los paisajes (Mora-Páez 
and Jaramillo E. 2003). Google Maps, Google Earth y el Instituto 
de Servicios de Recursos Ambientales (ESRI), este último conocido 
por ser el desarrollador de uno de los principales Sistemas de Infor-
mación Geográfica utilizados a nivel mundial, participan activamente 
en la cartografía participativa, así como Garmin y otros productores 
del software y hardware de los sistemas de posicionamiento global. 
Las ONGs que trabajan en el mapeo participativo a menudo facili-
tan el acceso a estas nuevas tecnologías, ya que inicialmente és-
tas suelen ser inaccesibles por razones económicas o tecnológicas 
(Andrade Medina Sin fecha, Bosak and Schroeder 2005, Herlihy 
and Knapp 2003, Jarvis and Stearman 1995). Sin embargo, el uso 
de estas tecnologías plantea preocupaciones sobre el acceso y la 
equidad entre los pueblos indígenas, ya que la habilidad requerida 
para utilizar adecuadamente estas tecnologías es a menudo limita-
da para muchas comunidades y los niveles de experticia dependen 
con frecuencia del género y la edad (Bosak and Schroeder 2005, 
Sieber 2006).
	 Un ejemplo de la colaboración entre los desarrolladores de 
tecnología y una comunidad indígena es el proyecto de los Suruí en 
Brasil. Ellos trazaron miles de hectáreas de territorio con la ayuda 
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del Equipo de Conservación del Amazonas, quienes lograron un  
acuerdo con Google Maps que les permitió utilizar sus  imágenes 
de satélite para el beneficio de estas comunidades. Entre otras co-
sas esta alianza tecnológica les permitió monitorear el uso / abuso 
del suelo (las  invasiones y  la quema) de sus territorios, con lo que 
pudieron  aumentar su capacidad de defensa ante estas agresio-
nes. Igualmente, el mapeo les ayudó a cuantificar y estimar la ca-
pacidad de las reservas de carbono (Butler 2010b, Butler 2010c, 
Clendenning 2007, Hammer 2007, Katoomba Group, Lean 2008, 
von Mittelstaedt 2010).  Los académicos y/o profesionales que es-
criben sobre los usos y efectos de estas tecnologías incluyen los 
siguientes:
	 Jefferson Fox: Apoyado en sus estudios en Camboya y 
Tailandia, Fox afirma que el mapeo debe ir más allá de la demar-
cación de límites territoriales para  reconocer el conjunto de super-
posiciones que están socialmente arraigadas en los derechos de 
propiedad. Fox también  está interesado en el impacto que puede 
tener  el uso de estas nuevas tecnologías en las relaciones sociales 
(Fox 1998, 2001, 2002, Fox et al. 1994, Fox et al. 1995, Fox, Yon-
zon, and Podger 1996).
	 Peter Poole: Poole escribe sobre el uso de la tecnología 
de mapeo en la vigilancia del cambio ambiental y el uso de la tierra. 
Él afirma que el mapeo de las tierras indígenas tiene un impacto 
enorme y positivo en su lucha por la demarcación y  la defensa de 
sus recursos,  principalmente, debido a que los formatos utiliza-
dos para presentar esta información no pueden ser ignorados tan 
fácilmente por las agencias gubernamentales (Poole 1995a, Poole 
1995b, Poole 1995c, Poole 1995d).
	 Renee Sieber: Sieber es profesora asistente en el Depar-
tamento de Geografía y en la Escuela de Medio Ambiente de la 
Universidad McGill. Ella investiga cómo utilizar la tecnología infor-
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mática, en particular GIS, en formas de participación más equitati-
vas para beneficiar las causas de justicia social (Sieber 2006, Sieber 
2003, Sieber 2007).

Las relaciones sociales, las oportunidades y los retos de la car-
tografía 

	 Los usos de la cartografía participativa para el estableci-
miento y la defensa de  las fronteras es una tarea complicada de-
bido  a la complejidad de los  sistemas tradicionales de derechos 
a los recursos existentes (Gordon, Gurdian, and Hale 2003). Estos 
“conjuntos” de derechos son a menudo de género y / o basados en 
el parentesco y las relaciones familiares, y varían en función de las 
estaciones, las horas del día, y el recurso en cuestión. Los proyectos 
de cartografía participativa por lo tanto, deben considerar las com-
plejas relaciones entre los límites y los derechos sobre los recursos, 
y esto requiere una mayor atención al proceso y la participación 
(Fox 2002, Sletto 2009a, Sletto 2009b). El proceso de cartografía 
participativa fomenta la comunicación entre los participantes, sirvi-
endo como un mecanismo mediante el cual los participantes pu-
eden enfrentar complejos problemas sociales y políticos dentro de 
sus comunidades, con intereses empresariales extranjeros, orga-
nizaciones gubernamentales y no gubernamentales, y otras partes. 
Algunos elementos de las relaciones sociales pueden ser reforza-
dos, algunos pueden ser enfrentados, mientras que otros pueden 
ser elaborados y transformados (Gordon, Gurdian, and Hale 2003, 
Herlihy and Knapp 2003, Kyem 2004, Offen 2003a). Los profesio-
nales de cartografía participativa también deben prestar especial 
atención a las relaciones sociales, incluyendo los roles de género 
y las relaciones intergeneracionales (Bosak and Schroeder 2005, 
Edmunds, Thomas-Slayter, and Rocheleau 1995, Kwan 2002b, Ro-
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cheleau 1995), que pueden ser alteradas por las intervenciones con 
las tecnologías occidentales y los procesos de mapeo, especial-
mente si estos no cumplen con las normas de la comunidad (Kwan 
2002a, Sletto 2010). Dos estudiantes-practicantes que contribuyen 
con estas discusiones son Mei-Po Kwan y Diane Rocheleau.
	 Mei-Po Kwan, profesor de geografía en la Universidad Es-
tatal de Ohio, escribe acerca de la cartografía y las tecnologías de 
mapeo desde una perspectiva feminista, la  cual es útil para en-
tender cómo pueden ser utilizadas con poblaciones marginadas 
con la finalidad de abordar adecuadamente las relaciones sociales 
y los problemas que pueden presentarse en o como resultado del 
proceso (Kwan 2002a, Kwan 2002b).
	 Diane Rocheleau, profesor de geografía en la Universidad 
de Clark, escribe desde una perspectiva de ecología feminista y se 
ocupa de las consecuencias de los proyectos de mapeo en las rela-
ciones de género, y por otro lado en cómo los proyectos de mapeo 
podrían reforzar la inequidad en el acceso a la tierra, privilegiando 
la participación de algunos grupos sobre otros (Rocheleau 1995, 
2005, Rocheleau and Ross 1995, Rocheleau et al. 2001, Roche-
leau, Thomas-Slayter, and Edmunds 1995).

Los retos de la representación de los conocimientos indígenas y 
las espacialidades en un formato cartográfico occidental

	 Muchos autores y líderes indígenas sostienen que los in-
volucrados en el mapeo participativo de las tierras indígenas de-
ben considerar cuidadosamente los retos inherentes a la traducción 
de los conocimientos indígenas en formatos occidental, cartesiano 
cartográfico. Los pueblos indígenas tienen epistemologías con-
trastantes y alternativas; así como también diferentes concepciones 
del tiempo y los paisajes. Los paisajes son encarnados por las his-
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torias y las personas en formas que no pueden ser capturadas en 
los mapas. Los involucrados en el mapeo participativo deben con-
siderar cuidadosamente estos desafíos y prestar mucha atención 
a las dinámicas comunitarias y sociales que rodean este proceso, 
haciendo énfasis  en la participación. Los autores en esta materia 
consideran muy importante el proceso, como un medio para la par-
ticipación comunitaria y el aprendizaje en los asuntos relacionados 
con los derechos a la tierra y a los recursos (Sletto 2010, Sletto 
2009a, Sletto 2009b, Vajjhala 2006).
	 Alfredo Wagner Berno de Almeida: Wagner es el fundador 
y coordinador del Proyecto Nueva Cartografía (ver arriba). Él mismo 
escribe acerca de las luchas por las tierras tradicionalmente ocupa-
das por los quilombos, los pueblos indígenas y otras comunidades 
marginadas (Wagner Berno de Almeida 2006).
	 Joe Bryan: Bryan es profesor adjunto de geografía en la 
Universidad de Colorado, y escribe sobre la compleja comprensión 
de las  espacialidades indígenas, y cómo estos espacios indígenas 
son conformados por formas múltiples y  superpuestas de territorios 
y derechos. Él afirma que los proyectos de cartografía participativa 
deberían ser  más informados teóricamente y no debería asumirse 
que los resultados son siempre mejores y normativos (Bryan 2011, 
Wainwright and Bryan 2009b).
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debates sobre la cuestión territorial nacional.  Es un líder político de 
gran reconocimiento dentro del movimiento indígena Peruano. En 
la agenda de AIDESEP de lucha por el reconocimiento territorial, la 
cartografía social y el uso de nueva tecnología para la definición del 
territorio son herramientas claves que AIDESEP ha venido utilizando 
y utilizará con el fin de reconocer sus derechos territoriales. 
Correo electrónico: ayamtai08@gmail.com, aidesepvicepresiden-
cia@yahoo.es 

Leal, Claudia
Universidad de los Andes, Bogota, Colombia
Claudia Leal es Ph.D. en geografía de la Universidad de California 
en Berkeley. Es Profesora Asociada y Directora de la Maestría en 
Geografía, Departamento de Historia, Universidad de los Andes. 
Trabaja sobre la historia de la gente del Pacífico colombiano de los 
siglos XIX y XX. Las comunidades rurales de esta región selvática 
fueron reconocidas como grupos étnicos por la Constitución de 
1991 y buena parte de sus territorios han sido títulados de manera 
colectiva. Sin embargo, la violencia y otros problemas han limitado 
fuertemente la gestión de estas comunidades sobre sus territorios 
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y recursos.
Sitio web: http://historia.uniandes.edu.co/cv.php/121/index.php 
Correo electrónico: claleal@uniandes.edu.co 

Miss, Pablo
Q’eqchi Maya, Belize
Pablo Miss es Geógrafo de la Universidad de Hawai’i en Hilo. Es 
Coordinador de la Alianza de Líderes Maya (ALM), una ONG confor-
mada por cinco organizaciones indígenas del sur de Belize. La mis-
ión de la Alianza de Líderes Maya es defender los derechos de los 
indígenas Maya en el sur de Belize. Como coordinador de todos los 
programas y proyectos de la Alianza, sus principales responsabili-
dades incluyen la gestión del Programa Residencial Académico en 
Tumul K’in,  el cual consiste en una Escuela Maya que promueve 
el desarrollo sustentable con identidad a través de la educación in-
tercultural, basada en la formación e investigación que fusiona los  
valores, conocimientos y filosofía de la cultura Maya con los mod-
ernos.
Correo electrónico: pablobze@yahoo.com, pablo.misbz@gmail.
com 

Mollett, Sharlene
Dartmouth University, United States
Sharlene Mollett es profesora investigadora de Geografía en la 
Universidad de Dartmouth en Estados Unidos, y especialista en 
ecología política y estudios de raza en Centro América. Está inte-
resada en las diferentes maneras en que raza y racialización dan 
forma a los conflictos y gestión de los recursos naturales en Centro 
América, específicamente en Honduras y Panamá. Sus áreas de 
investigación incluyen representaciones específicas del espacio y 
el significado de raza y género, y la manera en que estas subjetivi-
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dades están incrustadas en la configuración de los derechos a, y 
en las luchas por territorio y recursos naturales; en como indíge-
nas, afro-latinos y campesinos no indígenas son incorporados en 
el manejo de áreas protegidas; y el examen de la territorialidad del 
Estado y las prácticas espacio-tiempo de las resistencias de los 
indígenas y Afro-Latinos a los paradigmas del desarrollo.
Correo electrónico: sharlene.l.mollett@dartmouth.edu 

Parrado, Francisco
Bogotá, Colombia
Francisco Javier Parrado es de nacionalidad colombiana, obtuvo 
su título profesional como licenciado en Gestión del Medio Ambi-
ente en la Universidad Tecnológica de Pereira, Colombia a finales de 
1998. En el año 2004 se graduó de la maestría de Manejo Integrado 
de Cuencas Hidrográficas en el Centro Agronómico Tropical de In-
vestigación y Enseñanza, CATIE, en Costa Rica. Su experiencia en 
mapeo comunitario participativo la ha obtenido principalmente del 
CATIE donde laboró durante 5 años como especialista en Sistemas 
de Inteligencia de Mercados Agrícolas y Forestales, y tuvo la opor-
tunidad de realizar trabajos con Eco-PyMEs efectuando mapeos 
en cadenas de valor, con el fin de ubicar las eco empresas en el 
eslabón correspondiente y analizar alianzas horizontales y verticales 
en mercados diferenciados.
Correo electrónico: fparrado@catie.ac.cr 

Pineda, Wendy
FECONACO, Perú
Wendy Pineda es Asesora de Territorios para la Federación de 
Comunidades  Nativas del Río Corrientes (FECONACO) en Perú. 
FECONACO fue constituida en la comunidad Nativa de Pampa 
Hermosa mediante Asamblea General, el 10 de Junio de 1991. La 
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organización representa a tres Pueblos Indígenas (Achuar, Kichwa 
y Uraninas) de la Cuenca del río Corrientes, una zona amenazada 
por la explotación petrolera. FECONACO tiene como objetivos la 
defensa de los derechos, la promoción del respeto a la cultura y los 
valores indígenas, así como también el desarrollo de los pueblos y 
comunidades indígenas que la conforman. El programa de Capaci-
tación y Vigilancia Territorial Independiente de FECONACO nació en 
el año 2006 como respuesta a las operaciones petroleras que se 
realizan en sus territorios (titulados y ancestrales) y a las sucesivas 
consecuencias que éstas produjeron sobre el medio ambiente, la 
salud de las personas, la identidad cultural de los pueblos indígenas 
y la cohesión social de las comunidades.
Correo electrónico: wendy@feconaco.org 

Pereira Junior, Davi
Itamatatiua Quilombola, Brasil
Davi Pereira Junior es nativo de Itamatatiua, una de las comuni-
dades Quilombola de Alcántara, estado de Maranhao en el noreste 
de Brasil.  Es licenciado en Historia en el Centro de Estudios Supe-
riores de Caxias, la Universidad del Estado de Maranhão, y actual-
mente es estudiante del programa de postgrado en Antropología 
de la Universidad Federal de Bahía. Desarrolló actividades junto al 
Movimiento de los Atingidos por la Base (MABE), Asociación de los 
Moradores de Povoado Arengaua (AMPA), Sindicato de los Traba-
jadores y  Trabajadores Rurales de Alcântara (STTR) y el Movimiento 
de las Mujeres Trabajadoras Rurales de Alcântara (MONTRA.) Es es-
pecialista en interpretación sociológica de pueblos y comunidades 
tradicionales y en políticas étnicas para el desarrollo sostenible. Es 
miembro del proyecto Nueva Cartografía Social de la Amazonía. 
Correo electrónico: davipeju@hotmail.com
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Smith, Richard
IBS, Perú
Richard Smith es antropólogo y Director Ejecutivo del Instituto del 
Bien Común (IBC), una asociación civil peruana sin fines de lucro 
fundada en 1998 que trabaja con comunidades rurales para pro-
mover la gestión óptima de los bienes comunes, tales como ter-
ritorios comunales, cuerpos de agua, bosques, pesquerías y áreas 
naturales protegidas. El IBC trabaja en la Amazonía andina donde 
desarrolla proyectos referentes al ordenamiento y planificación ter-
ritorial, la gobernanza para el cuidado de los bienes comunes, la 
conservación del ambiente, el desarrollo sostenible, el respeto de 
los derechos y la cultura de las poblaciones indígenas y no indíge-
nas, y el conocimiento científico y local. En 1995, Richard Smith 
inició un proyecto para trazar los límites de 1400 Comunidades Na-
tivas del Perú con la finalidad de protegerlas de la amenaza de la 
superposición de reclamos. Durante los últimos 12 años ha estado 
trazando el espacio histórico-cultural del pueblo Yánesha basado 
en historias orales sobre el lugar, los antepasados y los principales 
eventos. En la actualidad ha incluido alrededor de 5000 elementos 
dentro de un gran transecto del centro de los Andes Peruanos que 
va desde la Costa del Pacífico hasta la región del alto Amazonas. 
Sitio web: http://www.ibcperu.org/ y www.ethnovisions.net/Ethno-
Visions/YANESHA_series.html 
Correo electrónico: rsmith@ibcperu.org

Ulloa, Astrid
Universidad Nacional, Colombia
Astrid Ulloa es profesora asociada del Departamento de Geografía 
de la Universidad Nacional de Colombia. Ha trabajado con diversos 
pueblos indígenas desde 1984 (arhuaco, emberá-chami, emberá, 
kogui) en procesos de manejo ambiental por medio de la cartografía 
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social, así  mismo, en conceptualizaciones territoriales y sus repre-
sentaciones. De igual manera, ha trabajado sobre las dimensiones 
territoriales de las autonomías indígenas y los retos de su consoli-
dación en escenarios de apropiación de sus territorios. Actualmente 
trabaja en los efectos de las políticas globales ambientales en las re-
configuraciones territoriales locales. Ha publicado artículos y libros 
sobre dichas temáticas.
Correo electrónico: eaulloac@unal.educo, aulloa_co@yahoo.es

Van Dam, Chris
Intercooperation, Argentina
Chris van Dam es Coordinador de la Iniciativa Territorio Indigena 
y Gobernanza, una iniciativa de Intercooperation y RRI. La finali-
dad de la iniciativa es contribuir a fortalecer las capacidades de 
la organizaciones indígenas, tradicionales y campesinas, en la ad-
ministración y control de sus territorios. Ha sido responsable del 
Seminario “Tenencia de la Tierra en América Latina” desarrollado 
en la Universidad Nacional de Salta (Argentina) en 2003, y tiene dos 
publicaciones sobre el tema, La Tenencia de la Tierra en América 
Latina, y El estado del arte de la discusión en la región, en Cuader-
nos del Programa Interdisciplinario de Estudios Agrarios (PIEA) No. 
12,  Universidad de Buenos Aires, y Tierra, Territorio y Derechos, 
PROINDER.
Sitio web: www.climabosquecomunidad.org, www.territorioindi-
genaygobernanza.com 
Correo electrónico: Chris.vdam@gmail.com

Varese, Stefano
University of California, Davis, United States
Stefano Varese es un reconocido antropólogo peruano especial-
izado en estudios de la Amazonía. A inicios de la década del 70 
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escribió La Sal de los Cerros. Posteriormente residió largo tiempo 
en México y después trabajó como profesor invitado en las univer-
sidades norteamericanas de Berkeley y Stanford. Actualmente es 
profesor del Departamento de Estudios Nativos Americanos en la 
Universidad de California en Davis y director del Centro Indígena de 
Investigación de las Américas (Indigenous Research Center of the 
Americas-IRCA). El IRCA se fundó en 1994 y en el año 2003 abrió 
un portal web concebido como un foro de debates, opiniones, in-
formación y reflexiones sobre la situación de los pueblos indígenas 
y sus luchas para alcanzar mayores niveles de autonomía y asegu-
rarse un futuro soberano y de auto-determinación.
Sitio web: http://irca.ucdavis.edu/
Correo electrónico: svarese@ucdavis.edu 

Velasco, Álvaro
Fundaminga, Colombia
Álvaro César Velasco Álvarez es abogado, investigador social, profe-
sor de epistemología ambiental en la Universidad de Cundinamarca 
y Fundador y Director de la Fundación Fundaminga de la red con-
solidación amazónica, COAMA. Es coautor de la “Poligrafía Social,” 
metodología de investigación participativa para la producción social 
de conocimiento a partir de procesos autónomos de conversación, 
representación y trueque de intangibles, proceso que se realiza 
con comunidades de base comprometidas con dinámicas de rec-
reación de culturas raizales y restauración de sus territorialidades. 
Miembro fundador del colectivo interdisciplinario “La Tertulia”, con-
formado para compartir experiencias y reflexiones sobre procesos 
de producción, justificación, intercambio y uso de conocimiento. 
Correo electrónico: alcevelas@yahoo.com.ar, fundaminga@gmail.
com  
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Vianna, Aurelio
Fundación Ford, Brasil
Aurelio Vianna es Coordinador del Programa de Desarrollo Sustent-
able de la Fundación Ford en Brasil. El departamento que dirige se 
ha centrado en el apoyo a organizaciones de pueblos tradicionales 
(indígenas, rural-quilombolas y afro-descendientes, entre otros) en 
la Amazonía con el fin de aumentar su capacidad para defender 
su territorio, mejorar el uso de sus recursos naturales para mejo-
rar su calidad de vida y participar efectivamente en la elaboración 
de políticas. Esta iniciativa apoya la capacitación de organizaciones 
de la sociedad civil, oficinas nacionales de movimientos sociales, y 
procesos de cartografía social o participativa como una forma de 
apoyar las acciones de las comunidades locales relacionadas con 
el acceso a tierra y territorios. Aurelio tiene un Doctorado en Antro-
pología Social del Museo Nacional en Brasil.
Correo electrónico: a.vianna@fordfound.org

Vitery, Alfredo
Kichwa de Pastaza, Ecuador
Alfredo Vitery es líder indígena de la Nacionalidad Kichwa de Pasta-
za, Ecuador. La nacionalidad Kichwa de Pastaza es la más impor-
tante de la Amazonia ecuatoriana, tanto en términos de población 
como por su superficie. Actualmente, está asesorando a los gru-
pos indígenas de las tierras bajas en su lucha por lograr el recono-
cimiento de sus territorios como Circunscripciones Territoriales In-
digenas, figura prevista en la Constitución de 2008. En particular, 
Alfredo está trabajando en asuntos de representación indígena en 
el sistema político nacional, ya sea como territorios autónomos o 
como parte de las Municipalidades que atraviesan su territorio.
Correo electrónico: alfredovitery@gmail.com
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Wagner, Alfredo
Manaus, Brasil
Alfredo Wagner Berno de Almeida es antropólogo y director del 
Proyecto Nueva Cartografía Social de la Amazonía en Manaus, Bra-
sil. El objetivo del proyecto es realizar una nueva cartografía para 
los Pueblos y Comunidades Tradicionales en la Amazonía con la 
finalidad de representar tanto la diversidad de las expresiones cul-
turales como las identidades colectivas de los movimientos socia-
les. El grupo de investigadores está compuesto por 15 doctores 
(antropología, derecho, geografía, biología, sociología, historia) y 41 
estudiantes.  El uso de este tipo de cartografía se ha incrementado 
desde las experiencias de cartografía social realizadas por el Pro-
grama primero en  Grande Carajás en 1993, y luego en la región 
ecológica de Babaçuais en 2005. El proyecto ha producido entre 
marzo de 2005 y enero de 2008 un total de cincuenta documentos 
de trabajo de las dos primeras etapas del Proyecto. 
Sitio web: http://www.novacartografiasocial.com/ 
Correo electrónico: pncaa.uea@gmail.com 

Widodo, Kasmita 
JKPP, Indonesia 
Kasmita Widodo es director de la organización Jaringan Kerja 
Pemetaan Partisipatif (JKPP) (Red Comunitaria de la Cartografía 
Participativa) y director del Ancestral Domain Registration Agency 
(BRWA). Kasmita tiene experiencia en proyectos de mapeo para 
ayudar a los pueblos indígenas y campesinos a reclamar sus tierras 
y recursos naturales, tanto a nivel nacional como regional (provincias 
y distritos). Trabajando con otros miembros de la JKPP y AMAN, ha 
liderado el desarrollo de proyectos de planificación espacial para 
la resolución de conflictos de tenencia de tierras relacionados con 
derechos forestales, plantaciones de palma de aceite, minería, y 
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proyectos REDD. Desde Enero del 2011, Kasmita ha estado desar-
rollando una base de datos geográfica nacional sobre los conflictos 
en el uso de  los recursos naturales en Indonesia.  Este sistema de 
información proporciona acceso a datos de referencia geoespacial, 
topografía, áreas marinas, y áreas forestales (incluyendo concesio-
nes, áreas forestales de manejo comunitario, plantaciones, y activi-
dades de demostración REDD). JKPP fue fundada en 1996 y tiene 
una larga experiencia en mapeo participativo y planificación espacial 
participativa para pueblos indígenas y comunidades locales. JKPP 
ha colaborado en el mapeo de mas de 2.5 millones de hectáreas de 
territorios indígenas y campesinos.
Sitio web: http://www.jkpp.org  
Correo electrónico: kwidodo@gmail.com 

Yiah, Jonathan
SDI, Liberia
Jonathan Wonkezee Yiah es licenciado en Recursos Forestales de 
la Universidad de Liberia y se unió al Instituto de Desarrollo Sustent-
able (SDI) en el 2005. Actualmente se desempeña como Coordina-
dor del Equipo de Gestión del Instituto de Desarrollo Sustentable. 
El SDI fue establecido en el 2002 con la visión de garantizar que la 
gestión de los recursos naturales en Liberia incluya la participación 
de las comunidades locales, sea transparente y responsable, y pro-
porcione beneficios por igual a las presentes y futuras generacio-
nes. Anteriormente trabajó para la Sociedad por la Conservación de 
la Naturaleza en Liberia, donde adquirió experiencia en mapeo co-
munitario a través de un proyecto implementado por la Asociación 
Forestal Internacional con las comunidades del Parque Nacional 
Sapo en 2004. 
Sitio web: http://sdiliberia.org/index.php
Correo electrónico: jonathan.w.yiah@gmail.com
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